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T ras los primeros cien días de gobierno de la doctora 
Claudia Sheimbaum la aprobación más importante 
para la supervivencia de un político es envidiable: 

78% de los mexicanos encuestados considera que hace 
un buen trabajo.

¿Qué tanto esta luna de miel entre el Ejecutivo 
y el electorado es herencia del López Obrador y 
qué tanto se debe al segundo piso de la Cuarta 
Transformación?

La disminución del clima de polarización, atizado por 
la violencia verbal constante de las mañaneras es el cambio 
más notorio. Sin embargo, este segundo piso se dice ser 
la continuidad con cambio, cuando el sometimiento 
postrero a los caprichos de su antecesor mantiene al país 
en un atascadero.

La aberrante reforma judicial echará por la borda el 
buen trabajo que se ha logrado en materia de combate a la 
delincuencia. Las detenciones de criminales fuera y, sobre 
todo, dentro del servicio público; el renovado combate a 
la piratería y la recuperación de zonas que estaban bajo el 
control del crimen organizado; todo este tipo de logros en 
seguridad serán vanos si el último eslabón de la estrategia 
de seguridad deja sueltos a los criminales. Los procesos 
judiciales terminarán en manos de jueces inexpertos 
que tomarán muchos casos bastante avanzados, pues 
sustituirán a jueces que han tenido meses o años para 
conocer a fondo todo lo necesario.

Los caprichos de AMLO que sangran al país esta 
administración ha decidido bajarles las metas y tratar de 
echar menos leña al fuego; sin embargo, Sheimbaum no 
tiene la nobleza ni el valor para cancelarlos. Mexicana de 
Aviación se corroe poco a poco por la fuerza del descuido 
y abandono, pero no es capaz de decretar la quiebra, 
sino dejar la sangría de recursos, con tal de no sufrir del 
desprecio obradorista.

El director de Pemex en el sexenio pasado, Octavio 
Romero, dijo que el sistema de refinación requiere de 1.96 
millones de barriles de crudo para que logre producir el 
50% de su capacidad, sin dejar de exportar el petróleo que 

en verdad le deja recursos. Claudia Sheimbaum limitó la 
producción de barriles a 1.8 millones de barriles diarios. 
La presidenta se ha negado a suministrar el petróleo 
que requiere el sistema de refinación por el que AMLO 
endeudó al país, prometiendo que sería la “palanca de 
desarrollo”.

Esta administración ha corregido el rumbo para no 
seguir destruyendo recursos en caprichos irrealizables de 
AMLO, pero de forma sumamente tibia.

En la Cuatro T la prioridad es electoral, lo cual se 
manifiesta claramente en el presupuesto. Esta lapidación 
del sistema en salud y en educación sigue manifestándose 
en el presupuesto. Mientras a los programas sociales se les 
asignó 1.1 billones de pesos, la educación cuenta con 723 
mil millones y la salud con 2.2 billones, lo peor, seguridad 
sólo gastará 297 mil mdp este año.

Continuar con las mismas estrategias para mantener 
el orgullo de López Obrador y sus seguidores como 
el combustible que mantiene los altos niveles de 
aprobación sale caro. Las compras consolidadas 
difícilmente conseguirán sus objetivos. La reducción de 
costos, mejorar la planificación y gestión de inventarios, 
optimizar la distribución y simplificar la administración 
depende de la adquisición de medicamentos e insumos 
de empresas nacionales, en cumplimiento con la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 
Público. El problema es que México presenta una alta 
concentración del mercado. Según el Instituto Mexicano 
para la Competitividad (IMCO), el mercado mexicano 
es oligopólico; lo dominan un puñado de mega empresas, 
por la que los precios siempre quedarán fijados por los 
intereses de éstas, sin importar lo que haga el gobierno.

Además, las compras consolidadas de medicamentos 
que ofrece el gobierno no logran seducir a las compañías 
farmacéuticas, pues los requisitos excesivos, la burocracia, 
y sobre todo, la suspensión de pagos que es tan 
característica del la Cuatro T, hacen que no importa 
qué tan bien estén diseñadas las compras consolidadas, 
seguirán fracasando. 

Ojalá esta administración recule, pues “rara 
vez es mal año en campo bien sembrado”.

EDITORIAL
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E N PORTADA

Milka del 
Valle Pérez

UNA LAUREADA FISCALISTA

E l mérito trascendental de la Maestra Milka del Valle Pérez está basado en la orna-
mentación de la limpieza, carente de oscuridad y de misterio; ejercitado con la albura de 
la aurora, desde el protocolo que se aloja en última instancia en el vientre del archivo, 
hasta el testimonio que sale al exterior a correr suerte en todas las aventuras de su ralea; 
desde el respeto a la Ley, hasta el manejo del último valor; desde el uso castizo del len-
guaje, hasta el trato comedido y eficiente al contribuyente, todo, todo es bajo el índice 
de la más impecable blancura.
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Hablar de ética fiscal en la vida de nuestra homenajeada, 
sería una redundancia imperdonable, pues sería tanto 
como hablar de la heroicidad de los héroes o de la santidad 
de los santos. Las normas morales, van inscritas en su 
vocación, se resumen en su naturaleza misma, son parte 
de su ser legal en el formulismo jurídico de las sociedades 
y en la virtud trascendente del desempeño de su vida 
cotidiana, porque la moral deja de ser freno de este ser 
humano tan cautivador, cuando se convierte en sangre 
que vivifica y alienta.

 Para fortalecer y encausar ese sacerdocio de la 
cultura fiscal, que tan burdamente he bosquejado, para eso 
existe la revista Defensa Fiscal, para que en comunidad 
intelectual se confronten los problemas que afloran en 
el devenir continuo de los tiempos; se den a conocer y 
expongan las mutuas experiencias jurídicas; se reciban 
las orientaciones de los que se profundizan en el estudio 
de tan compleja pero apasionante materia; se rectifiquen 
los caminos; se señalen nuevos cauces que agilicen y 
expediten la procesalidad de nuestro trabajo.

 La historia es simple: la revista Defensa Fiscal, 
al convocar en el mes de febrero del presente año a 
los candidatos para engalanar nuestra portada, y fijar 
al personaje para reseñar, con tan sugestivos como 
importantes puntos a estudio, vio con ojos de optimismo 
el entusiasmo, que es signo de interés no solamente 
profesional, sino abiertamente humano. Y la Dirección 
General de nuestra publicación, tuvo el atino de elegir a 
una fiscalista de gran renombre y de gran corazón. 

 Esta noble Fiscalista clama el ejercicio de 
todas las virtudes y la negación de todos los vicios, 
aferrándose a los principios en donde a manera de 
pantalla se reflejan todas sus voluntades, con expresión 
de integridad fotográfica, guardándose celosamente en 
su fidelidad realizable. Virtudes que deben concebirse 
como diamantino tesoro, pero al mismo tiempo como 
espada de justicia y látigo de verdugo. Por todo ello, si 
alguien merece un decoroso homenaje expresado en una 
publicación de gran tradición como la nuestra, es sin duda 
la Maestra Milka del Valle, una profesional de excelencia 
y una mujer llena de virtudes. 

 Nacida en la Ciudad de México por azares del 
destino, se trasladó con sus padres - maestros insignes - 
a muy temprana edad a lo que es hoy día su matria, el 
siempre vibrante Estado de Oaxaca, dulce destino que la 
abrigó desde entonces. La pequeña Milka se sintió desde 
el primer momento atraída por Oaxaca, por sus gentes y 
sus ambientes, por su cordialidad poco o nada teatral, por 
su convivencia liberal, por su sentido ciudadano, por todo 
lo que a ella le parecía más costumbrista, más realista, más 
hacia la identidad nacional. Admiraba la riqueza plástica 
de la ciudad, sus viejos barrios, el muestrario modernista 
de muchos de sus edificios y de sus decoraciones, las 
abigarradas multitudes coloridas de sus ocho regiones, 
siempre cambiantes y fervorosas. 

 De esos primeros años el recuerdo de su madre 
se hace presente, profesora de infinidad de generaciones, 
acudió a varias de sus clases como alumna, surgiendo 
de ahí su pasión por enseñar; el hecho de ser la hija de 
la Maestra, le daba una visión diferente de la vida, y del 
proceso de enseñanza aprendizaje, que atesoró toda su 
vida. De sus abuelos, la memoria incesante del cariño, y 
de aquellos paisajes naturales que rebosan de plenitud 
onírica en sus reminiscencias. 
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 El Preescolar y parte de la Primaria, habría de 
estudiarlos en las instituciones donde trabajaba su madre, 
pero residiendo ya en la Ciudad de Oaxaca, se incorporó 
a la Escuela Primaria España; posteriormente ingresa a la 
Escuela Secundaria Técnica N° 85, en donde toma el taller 
de secretariado, que le ayudará en su vida futura; cursa 
sus estudios  medios superiores en la Preparatoria N° 1, y 
opta por matricularse en la célebre Universidad Autónoma 
Benito Juárez de Oaxaca, específicamente en la carrera de 
Contaduría Pública, pero en segundo semestre, después 
de sumergirse por completo en las materias de derecho, 
queda prendada de la profesión jurídica, y animosamente, 
acude a la Rectoría de la Universidad para le permitan 
estudiar, a la par, la Licenciatura en Derecho. Resuelta 
a estudiar ambas carreras de manera sobresaliente, 
trabajaba como maestra cubriendo algunos interinatos, 
decidida a cumplir con su meta. Así fue como se graduó 
de una y otra carreras, con mención honorífica. Y como 
para ella, el tiempo y la preparación, son dos elementos 
que se unen para beneplácito de una filosofía del decoro 
académico, obtuvo la Maestría en Fiscal, la Maestría en 
Impuestos, y siendo hoy en día Doctorante en Fiscal. 
Asimismo cuenta con infinidad de diplomados en Derecho 
Fiscal, Administrativo, y Amparo en Materia Fiscal. 

 El trabajo del fiscalista tiene su alma, su espíritu, 
que es el espíritu de la justicia; por ello, esa alma existe 
igualmente donde el trabajo no se utiliza como atuendo 
judicial. El desempeño laboral es un símbolo como lo 
son las palabras; y éstas, en sus expresiones judiciales, 
ofrecen la mayor trascendencia: Corte, Cámara, Sala, 
Tribunal, Audiencia, Juzgado, tienen un valor semántico 
que, como el de Universidad, Facultad, son insustituibles, 
una Corte, una Audiencia, un Tribunal, una Facultad, 
pueden tener -la tienen siempre si son tales- alma. Esta 
Alma constituye la rectitud de la conciencia del fiscalista, 
es la característica fundamental que anima a la vocación 
de servicio al contribuyente y que es mil veces más 
importante que el tesoro de los conocimientos. Primero 
es ser ético; luego, ser firme; después, ser prudente; la 
ilustración viene en cuarto lugar; la pericia, en el último. 
Todas estas circunstancias son las que la Maestra Milka ha 
buscado siempre sin quizá saberlo. Así fue como trabajó 
como Jefa de Unidad del Servicio de Administración 
Tributaria, Secretaria de Acuerdos y Proyectista en la 
Sala Regional del Sureste del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, Asesora Externa de Diversos Municipios 
y Organizaciones Gubernamentales a nivel nacional.  
Además ha sido catedrática de diversas universidades de 
gran prestigio como la Universidad La Salle, Universidad 
Benemérita de Oaxaca, Universidad Nacionalista de 
México, Universidad Regional del Sureste, y en la 
Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca. 

 Como Socia Directora del acreditado corporativo 
Del Valle y Asociados, ha logrado prestar servicios 
legales integrales de excelencia, para con ello satisfacer 
las necesidades de sus clientes, conduciéndose con 
absoluta honradez, lealtad y honestidad, principios 
fundamentales para una correcta prestación de servicios. 
Una agrupación de profesionales del Derecho y la 
Contaduría, conformada con la finalidad de conjugar la 
experiencia y capacidad de cada uno de sus integrantes, 
para satisfacer los requerimientos de los contribuyentes, 
con áreas de especialidad como Blindaje Patrimonial, 
Defensa Fiscal, Compliance Normativo y Capacitación. 
De esta manera esta firma que se especializa en la 
consultoría jurídica, fiscal, administrativa y contable, ha 
sido extraordinariamente tutelada por la Maestra Del 
Valle.

Hablar de ética 
fiscal en la vida 
de nuestra 
homenajeada, sería 
una redundancia 
imperdonable, 
pues sería tanto 
como hablar de 
la heroicidad de 
los héroes o de la 
santidad de los 
santos
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 Debido a la destacada influencia de Milka 
del Valle en la ciencia tributaria a nivel nacional, ha 
ostentado incontables reconocimientos, entre los que 
destacan: Reconocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación como Disertante en el Ciclo 
de Conferencias “Derecho Fiscal, Administrativo y 
Reformas; Galardonada como una de las Fiscalistas 
más importantes de México por esta casa editorial, 
desde el año 2020 a la fecha; Reconocida con el 
Premio Nacional Jurídico Pro Bono 2024 por la barra 
Nacional de Abogados Fiscalistas de México. Pero 
más allá de los laureles que coronan su frente, está el 
hecho de emancipar sus saberes de manera escrita, 
como Co autora del libro “Defensa Fiscal en México”, 
así como articulista de diversas revistas, prontuarios y 
suplementos en materia fiscal.

 No dudamos en afirmar que es un orgullo para 
la comunidad tributaria el que haya sido distinguida 
con este galardón en este mes de febrero, pues se trata 
de una persona que se destaca por su su bondad, su 
sentido de la amistad, su alegría, su vitalidad, su espíritu 
aventurero y su lealtad, sobre todo su lealtad con el 
contribuyente. Y ha sido esa fidelidad y compromiso 
los que la han llevado a desarrollar un sentido del 
profesionalismo que ha demostrado cumplidamente 
con los muchos y entrañables clientes que ha hecho a 
lo largo de su vida. 

 Milka vive en el corazón de los contribuyentes, 
en sus alumnos y en sus colegas, porque siempre está 
ahí presente, dispuesta a honrar con su conocimiento 
y su bondad, la profesión fiscal. A nosotros nos 
entusiasma y nos enaltece con esta gran fiscalista 
inteligente y generosa, una fraternal amistad y 
arraigadas afinidades. Aristóteles en el libro octavo 
de su Ética a Nicómaco, dice que “sin amigos nadie 
querría vivir”, y ella representa lo mejor de la amistad. 
Cuando una mujer como Milka del Valle habla, y 
externa sus virtudes, se invoca la amistad, pero sobre 
todo la admiración, porque en ella no hay momento en 
el que no busque, escudriñe, rastree, inquiera, averigüe 
lo justo de una norma que a veces puede esconderse 
entre los entresijos de la lógica, de la gramática, de la 
analogía y concedo, de la hipótesis.

 La magia de la cultura oaxaqueña se amplifica 
y renueva todos los días en la Maestra Milka Del Valle 
Pérez, en su vida el viento es propicio, es amiga de la  
aurora y su espíritu siente ansias de volar. A nosotros 
nos toca nimbar de luz de esta portentosa profesional 
que hacen nuestras manos mágicas al reseñar su vida 
bellamente empleada. Porque siempre nos sorprende 
cómo, a pesar del trabajo cotidiano, está enterada 
de los nuevos libros, las nuevas filosofías, los nuevos 
pensadores y los nuevos pensamientos. Ajedrecista, 
melómana, amante de la gastronomía, cuentista, y 
apasionada de todos los rincones de nuestro México. 
Fiscalista, catedrática, jurista, entrañable ser humano, 
nuestros mejores deseos para sus nuevas batallas, sus 
nuevos retos, sus nuevos éxitos, sus nuevos sueños, 
porque Milka del Valle es una fiscalista para toda la 
vida…
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E l Derecho tiene un pozo inconfesable, resulta ser un saber producido a 
partir de la fuerza material y formal del Estado, que tiende latentemente 
a su progresivo desborde en su ejercicio, y, por otro lado, es resistencias 

y expectativas de prestación o de no lesión del gobernado, siempre oponibles 
al poder público. Así, nacen los derechos, de resistencias y arbitrariedades 
que se contienen entre sí. Recordando al filósofo alemán Walter Benjamin “el 
Derecho nunca es producto de la cultura sin serlo al mismo tiempo de la barbarie” 
(Benjamin, Walter. Obras completas. Madrid: Abada, 2014).
 
Nuestro derecho fiscal tiene un sello indeleble, tanto más se expande 
facultativamente, cuanto más estrecha potestativamente tratándose de los 
derechos del contribuyente. Al respecto, podría afirmarse que la relación entre 
la autoridad fiscal y el contribuyente es “inversa”, o “patas arriba”, pues los 
derechos deberían incrementarse. 

 Así tenemos que, los derechos del contribuyente garantizan la 
limitación del poder tributario, posibilitando la exigencia de algo que se debe, 
o limitando la violación ilegal o desproporcionada en la esfera jurídica del 
gobernado. La previsión de la actuación procedimental de la autoridad fiscal 
dentro de márgenes de acción expresos, dan cuenta de lo que es la seguridad 
jurídica, la finalidad de lo jurídico. Por otro lado, alumbra la confianza legítima, 
causante de estabilidad en el orden normativo, y en sus consecuencias 
materializadas, estableciendo las pautas para que el contribuyente decida 
ejercer o no dicho derecho, o preservar lo adquirido por mandato normativo.

“La tinta de las leyes y de los códigos está bañada de sangre, detrás de 
la libertad de los derechos está la esclavitud de los sin derechos.”

-Michael Foucault

MTRO. EDGAR EDUARDO
PÉREZ HERNÁNDEZ

Licenciado en Derecho con 
premios a la excelencia 

académica por la Escuela 
Libre de Derecho de 

Puebla.
Maestro en Filosofía del 

Derecho por la Universidad 
de Buenos Aires, Argentina.
Litigante con especialidad 

en Derecho Administrativo, 
Fiscal, Constitucional y 

Amparo.
Profesor de posgrado, 

locutor de radio, y autor 
de la obra titulada: "Hacia 
una Teoría de la Decisión 

Judicial para América 
Latina", prologada por 
Eugenio Raúl Zaffaroni, 
publicada en Tirant Lo 

Blanch México.

edgar.perez.ius@gmail.com

SIN DEVOLUCIONES NI LIMOSNAS

24  DEFENSA FISCAL



 Sin embargo, la tendencia a confiscar la seguridad 
jurídica por parte del Estado es antiquísima. En la Italia 
Fascista del siglo XX afirmaba Benito Mussolini “Tú no eres 
nada, el Estado lo es todo” (Calamandrei, Piero. El fascismo 
como régimen de la mentira. Madrid: Tirant Lo Blanch, 
2019). Esto es, el Estado, un ente abstracto, se irrogaba 
la titularidad de la seguridad jurídica despojándola del 
gobernado, lo que concluyó con la muerte de cientos de 
personas, bajo la mentira de una legalidad como garantía 
del Estado y no del ciudadano.

 En parecidos términos, el 04 de diciembre 
de 2024, incurre en un abrupto la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación consistente en 
la CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS 191/2024 
SUSCITADA ENTRE EL CUARTO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL TERCER CIRCUITO (REGIÓN CENTRO 
SUR) Y EL PLENO REGIONAL EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA REGIÓN CENTRO-NORTE 
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
A CARGO DE LA PONENTE: MINISTRA LENIA 
BATRES GUADARRAMA, en el que prevalece el 
siguiente criterio:

SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE 
UN SALDO A FAVOR. CUANDO UN 
CONTRIBUYENTE NO COMBATIÓ LA 
RESOLUCIÓN DE LA AUTORIDAD 
QUE LA NIEGA POR CUESTIONES 
FORMALES, NO PUEDE VOLVER A 
SOLICITARLA. 

…
Criterio jurídico: De conformidad con el artículo 
22 del Código Fiscal de la Federación, no se puede 
presentar una nueva solicitud de devolución del 
saldo a favor si la autoridad fiscal negó la primera 
por cuestiones formales y esa determinación no 
fue combatida.

Justificación: … Sin embargo, de no controvertirse, 
el contribuyente no puede nuevamente solicitar 
la devolución del saldo a favor subsanando las 
deficiencias en información y documentos que o 
agregando nuevos. Lo anterior porque aun cuando 
existe un deber de la autoridad fiscal de devolver 
las cantidades pagadas indebidamente, que a su 
vez conlleva un derecho para los gobernados de 
solicitar la devolución a través del mecanismo 
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para hacer valer ese derecho. Ese procedimiento 
contempla que si la autoridad no autoriza la 
devolución por existir vicios formales, deben 
agotarse los recursos administrativos, o bien, acudir 
al juicio contencioso administrativo. El hecho de 
no agotarlos no conlleva una nueva oportunidad 
para solicitar la devolución del saldo a favor, pues 
la autoridad ya ha emitido una determinación 
que solo puede variar a través de una resolución 
judicial o administrativa. La posibilidad de que 
los contribuyentes presenten nuevas solicitudes 
atentaría contra el principio de seguridad jurídica 
pues permitiría subsanar o incluso, mejorando la 
solicitud inicial. La devolución del saldo a favor del 
contribuyente constituye un deber de la autoridad 
y un derecho de las personas contribuyentes, pero 
se deben seguir los procedimientos legalmente 
planteados para ello, tal y como fueron construidos 
por el legislador democrático y no pretender 
que el gobernado puede soslayarlos en aras de 
ejercer en forma abusiva un derecho. Además, 
si un contribuyente no aporta información o 
documentación que le haya sido requerida por 

la autoridad para resolver sobre la devolución del 
saldo a favor se entiende como un desistimiento 
por el gobernado del trámite, caso en que se puede 
volver a presentar la solicitud 

El criterio transcrito adquirió carácter de 
Jurisprudencia, y es, manifiestamente, un atentado en 
contra de los contribuyentes. Una obstrucción clara del 
ejercicio de un derecho, y la confiscación estatal de la 
garantía de seguridad jurídica al más puro estilo fascista. 
De ello se desprende que, los contribuyentes que tengan 
saldo a favor y hayan ejercido su derecho a la devolución, 
ante la omisión de algún requisito formal, no podrán volver 
a presentar la solicitud subsanando el mismo o aportando 
documentación e información novedosa. 

 Lo lógico y real del ejercicio de un derecho, es 
que prevalece el fondo sobre la forma y, que lo ritualistico 
de las formalidades excesivas son inconstitucionales 
al tender a la mera obstrucción de algo que se debe al 
contribuyente a cargo de la autoridad. De ello deviene 
que, el contribuyente cuenta con una expectativa jurídica 
que, de fondo no ha sido estudiada, no obstante, por una 
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cuestión intrascendente y siempre subsanable como algún 
requisito en el procedimiento la verdad jurídica se queda 
irrealizable. 

 Esta falta de criterio jurídico recuerda mucho 
a cuando los viejos prácticos elucubraban sobre la 
justificación jurídica de la tortura, a los que Francesco 
Carrara estigmatizó su saber como “schifosa scienza o 
ciencia asquerosa” (Pérez Hernández, Edgar Eduardo. 
Hacia una Teoría de la Decisión Judicial para América 
Latina. México: Tirant Lo Blanch, 2023). Pues es claro 
que, cuando se pretende justificar lo que es injustificable 
se incurre en exabruptos o groserías jurídicas. Anida 
en el Derecho cierta atracción por la crueldad y la 
tortura, “dentro de los muros de los códigos, los decretos y las 
sentencias”. (La Torre, Massimo. La justicia de la tortura. 
Sobre el Derecho y Fuerza. Madrid: Trotta, 2022).

Contrario a lo que se afirma en el balbuceo 
jurisprudencial comentado, los derechos nunca serán 
excesivos, ni tampoco la seguridad jurídica será esperanza 
del Estado, si no se quiere incurrir en una dictadura 
absurda. En cambio, los derechos de los contribuyentes 
son resultados de esas resistencias y batallas, que 
alcanzaron la categoría de leyes o sentencias y otorgan 
más derechos, disminuyendo simultáneamente el riesgo 
de incurrir en trampas procedimentales absurdas que 
hagan nugatoria la verdad en el derecho. 

En suma, la realidad de este criterio emitido 
por la Suprema Corte de Justicia cada vez más política 
que jurídica, es la de obstaculizar las devoluciones de 
impuestos solicitados por los contribuyentes, lo que 
responde a las órdenes del plan maestro del Servicio 
de Administración Tributaria 2025, relacionado 
precisamente con la disminución de devoluciones de 
saldo a favor. Por lo que el panorama es claro, hoy ya no 
son nuestros derechos, si no los del Estado. No es nuestra 
seguridad jurídica, sino la del poder político. Tristemente, 
las garantías jurídicas serán limosnas y, de paso, ¡ah sí!, 
no habrá devoluciones.

. . . l o s  d e r e c h o s  d e  l o s 

contribuyentes son resultados de esas 

resistencias y batallas, que alcanzaron 

la categoría de leyes o sentencias y 

otorgan más derechos...
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MODELO DE TEORÍA DEL DELITO O IMPUTACIÓN
PARA LA RESPONSABILIDAD PENAL

DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

E n distintos países de Latinoamérica se importan históricamente teorías penales 
del sistema jurídico alemán, francés o italiano, pero poco se exporta a pesar 
de que existen brillantes juristas en el orbe del continente; e incluso, ciertos 

colegas mexicanos saben de memoria y hasta con tintes matemáticos la “teoría del 
delito para personas físicas”, la cual es de conocimiento y estudio obligado para 
los ejercemos una especialidad en derecho penal. De ahí la reflexión ¿necesitamos 
una reingeniería de la teoría del delito? más flexible y sin demasiados elementos, 
que podrían dificultar su acreditación o generar impunidad.
 

Recientemente transitamos por la posibilidad de responsabilizar penalmente 
a las personas jurídicas y en países como Perú (Ley 30424), Argentina (Ley 
27401), Ecuador (Código Orgánico Integral Penal), Bolivia (Ley 1390), Chile 
(Ley 20393), Costa Rica (Ley 9699) y México (artículo 421 al 425 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales); tuvieron que instituir en su legislación 
la parte sustantiva y adjetiva relacionada con la responsabilidad de las personas 
jurídicas. Es más, algunos de los mencionados crearon leyes especializadas, con 
independencia de la regulación en su Código Criminal.

En España en 2010, se instituyó la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas en su artículo 31 bis del Código Penal, así mismo, hay precedentes de un 
listado de sentencias del Tribunal Supremo en materia de responsabilidad de las 
personas jurídicas. Lo anterior, independientemente de la responsabilidad penal, 
en que puedan incurrir los directivos o socios de la organización; por ejemplo, la 
primera resolución que condena a personas jurídicas, fue por la ausencia absoluta 
de instrumentos para la prevención de delitos (STS 154/2016).
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Lamentablemente, aún es escaso el soporte teórico 
relativo a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
en donde se encuentran las empresas y demás organizaciones. 
Por tanto, se propone un modelo para la comunidad jurídica 
titulado “teoría del delito o imputación para la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas”, con el contenido siguiente:

La conducta en la responsabilidad penal

de las personas jurídicas.

Habrá quien sostenga que las personas jurídicas 
no puedan delinquir (societas delinquere non potest), ya 
que no despliegan una conducta, pues en todo caso, lo 
realizan por medio de personas físicas, ya sea a través del 
gerente, directivo, administrador o apoderado legal, según 
corresponda. Sin embargo, si pueden ser condenadas por 
un juez penal, por la comisión de delitos que cometen las 
personas naturales (societas puniri potest). 

Ahora bien, tratándose de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas existen dos teorías. La primera 
de ellas, denominada responsabilidad vicarial o heterónoma, 
que consiste en que, si la persona física es responsable 
penalmente, también como consecuencia lo será la persona 
jurídica. La otra llamada como responsabilidad autónoma, la 
cual establece que, con independencia de que la persona 
natural resulte responsable, la persona jurídica si puede ser 
condenada penalmente por defecto organizacional o no haya 
impedido el delito cometido por la persona natural.

En un contexto argumentativo, la autoridad judicial 
podría hacer uso de cualquiera de ellas para fincar 
responsabilidad a la persona jurídica (teoría mixta), por 
ejemplo, consideremos que el administrador de una 
organización y a expensas de los directivos, cometen algún 
ilícito penal de operaciones con recursos de procedencia 
ilícita, es válido que exista responsabilidad penal tanto de las 
personas físicas mencionadas como para la persona jurídica, 
ésta última como consecuencia del actuar de las primeras y 
por ser el medio comisivo.

En otro escenario, si el mismo administrador comete el 
delito de ORPI y sin el consentimiento de los directivos, la 
empresa no tendría que ser responsable porque sería víctima, 
empero, en un tercer momento, esto último podría ser 
debatible si examinamos la figura de la ignorancia deliberada 
(willfull blindness), pues es la posición de quien pudiendo y 
debiendo conocer la naturaleza del acto o colaboración que 
se le pide, se mantiene en situación de no querer saber.
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Tipicidad en la responsabilidad penal

de las personas jurídicas.

En México el artículo 11 bis apartado a y b del Código 
Penal Federal, cita que a las personas jurídicas podrán 
imponérseles algunas o varias de las consecuencias jurídicas, 
cuando hayan intervenido en la comisión de los delitos de 
terrorismo; uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito 
aéreo; delitos contra la salud; corrupción de menores; tráfico 
de influencia; cohecho; falsificación y alteración de moneda; 
ilícitos penales contra el consumo y riquezas nacionales; tráfico 
de menores; comercialización habitual de objetos robados; 
robo de vehículos; operaciones con recursos de procedencia 
ilícita; delitos contra el ambiente; fraude y encubrimiento. 

Por otro lado, existe un catálogo de delitos especiales 
en distintos ordenamientos jurídicos, tales como acopio y 
tráfico de armas; tráfico de personas; tráfico de órganos; trata 
de personas; introducción clandestina de armas de fuego; 
contrabando; defraudación fiscal y secuestro. Además, algunas 
figuras penales tipificadas en la Ley de Propiedad Industrial; 
Ley de Instituciones de Crédito; Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito; Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares de Crédito; Ley de Mercado de Valores; 
Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro; Ley de Fondos 
de Inversión y Ley de Uniones de Crédito.

Adicionalmente, los señalados en la Ley para regular 
las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y 
Préstamo; Ley de Ahorro y Crédito Popular; Ley de Concurso 
Mercantiles; Ley Federal para el Control de Sustancias 
Químicas susceptibles de desvío para la fabricación de armas 
químicas; Ley Federal para Prevenir y Sancionar los delitos 
en materia de Hidrocarburos. Cabe aclarar que, en todos los 
tipos penales, se deben considerar los supuestos específicos 
(descriptivos, objetivos, subjetivos y normativos) a efecto de 
analizar el caso en concreto.

Actualmente en el sistema jurídico mexicano, no se 
ha homologado el criterio por los legisladores federales y 
locales para tener un Código Penal Nacional, lo cual implica 
que existan 32 Códigos Penales Estatales, sin embargo, las 
Entidades Federativas como Yucatán (art. 16), Estado de 
México (art. 11 bis), Ciudad de México (art. 27), Jalisco 
(art. 21), Puebla (art. 24) y Quintana Roo (art. 18); por citar 
algunas, han regulado la responsabilidad de las personas 
jurídicas y sus consecuencias legales. En forma global, 
Alemania, Brasil y Guatemala, optaron hoy día, por la no 
responsabilidad de las personas jurídicas. 
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Antijuricidad en la responsabilidad penal

de las personas jurídicas.

Si tomamos en consideración que la antijuricidad es 
lo contrario a derecho, en el ámbito penal precisamente 
radica en contrariar lo establecido por la norma, atacando 
un bien jurídico tutelado, luego entonces, el reproche social 
que podría tener una persona jurídica y sus representantes, 
sería contravenir el orden legal establecido en materia penal. 
En delitos ambientales visualizamos que, en aplicación 
de las consecuencias accesorias, las personas jurídicas son 
responsables por su peligrosidad en la sociedad, lo mismo 
podría acontecer en actividades riesgosas como las gaseras 
o gasolineras, entre otras.

Curiosamente, el Ministerio Público podrá ejercer 
la acción penal en contra de las personas jurídicas, con 
excepción de las instituciones estatales, independientemente 
de la acción penal que pudiera ejercer contra las personas 
físicas involucradas en el delito cometido. La razón, 
sería posiblemente de que existe el mecanismo de la 
Responsabilidad Patrimonial del Estado y en contra de la 
actividad irregular de los entes públicos por conducto de sus 
trabajadores (art. 421 segundo párrafo del CNPP).

Imputabilidad en la responsabilidad penal

de las personas jurídicas.

La imputabilidad de una persona jurídica esta indicada 
en el artículo 421 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, cuando cita que, “las personas jurídicas serán 
penalmente responsables, de los delitos cometidos a 
su nombre, por su cuenta, en su beneficio o a través 
de los medios que ellas proporcionen, cuando se haya 
determinado, que además existió inobservancia del debido 
control en su organización. Lo anterior, con independencia 
de la responsabilidad penal en que puedan incurrir sus 
representantes o administradores de hecho o de derecho”.

Cabe señalar, que debe existir un vínculo entre la 
persona física y la jurídico colectiva, tales como los actos de 
representación o gerenciales, por citar sólo algunos. Para 
la alta dirección y en caso de imputabilidad de personas 
jurídicas por defecto en la organización, ausencia de control 
interno, déficit en la prevención de riesgos o indebida 
diligencia (responsabilidad corporativa), ayudaría a excluir o 
atenuar la consecuencia penal, si contaran con un programa 
de cumplimiento que fuera eficaz y aplicado por un experto 
en prevención de riesgos (compliance officer).
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La culpabilidad en la responsabilidad penal

de las personas jurídicas

Si tomamos en cuenta que la culpabilidad, es la relación 
directa entre la voluntad y el conocimiento del hecho con la 
conducta realizada, podríamos considerar que si la persona 
jurídica es destinataria de nomas de conducta, mandato o 
prohibición, son capaces de accionar; verbigracia, el artículo 
20 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (ORPI), 
señala que, “las personas morales que realicen actividades 
vulnerables, deberán designar ante la Secretaría a un 
representante encargado de cumplimiento”. Por supuesto, 
que hacer lo contario, traería como resultado la culpabilidad 
de la corporación y de sus obligaciones de control o vigilancia.

En el grado de culpabilidad de la persona jurídica, la 
autoridad judicial atenderá a la magnitud de la inobservancia 
del debido control en su organización y la exigibilidad 
de conducirse conforme a la norma; el monto de dinero 
involucrado en la comisión del hecho delictivo; la naturaleza 
jurídica y el volumen de negocios anual de la persona moral; 
el puesto que ocupaban en la estructura, la persona o las 
personas físicas involucradas en la comisión del delito; el 
grado de sujeción y cumplimiento de las disposiciones legales 
y reglamentarias; el interés público de las consecuencias 
sociales y económicas o, en su caso, los daños que pudiera 
causar a la sociedad (art. 422 CNPP).

La punibilidad en la responsabilidad penal

de las personas jurídicas

Referente a la punibilidad tratándose de una persona 
moral con personalidad jurídica propia, podría traer como 
consecuencia legal una sanción pecuniaria o multa; el 
decomiso de instrumentos, objetos o productos del delito; 
la publicación de sentencia; inclusive la disolución (pena de 
muerte empresarial). En este último, el órgano jurisdiccional, 
deberá ponderar que la imposición de dicha sanción sea 
necesaria para garantizar la seguridad pública o nacional, así 
como evitar que se ponga en riesgo la economía nacional o la 
salud pública; o bien, que con ella se haga cesar la comisión 
de delitos (art. 422 CNPP).

Aunado a ello, las personas jurídicas con o sin 
personalidad jurídica propia, que hayan cometido o 
participado en la comisión de un hecho típico y antijurídico, 
podrán imponérseles la suspensión de sus actividades, 
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clausura de sus locales o establecimientos, prohibición de 
realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se 
hayan cometido o participado en su comisión, inhabilitación 
temporal consistente en la suspensión de derechos, para 
participar de manera directa o por interpósita persona 
en procedimientos de contratación del sector público; 
intervención judicial para salvaguardar los derechos de los 
trabajadores o de los acreedores y la amonestación pública 
(art. 422 CNPP).

Dentro de los márgenes de punibilidad establecidos en 
las leyes penales, el Tribunal de enjuiciamiento individualizará 
la sanción, tomando como referencia la gravedad de 
la conducta típica y antijurídica, así como el grado de 
culpabilidad del sentenciado. Las medidas de seguridad no 
accesorias a la pena y las consecuencias jurídicas aplicables 
a las personas morales, serán individualizadas tomando en 
consideración la gravedad de la conducta típica y antijurídica. 
Aunque, depende del catálogo de sanciones penales de cada 
entidad federativa; inclusive, la teleología, es producir un 
efecto intimidatorio sobre los administradores y socios de 
las personas jurídicas.

Vale la pena analizar, si el juez penal podría condenar 
por daños punitivos a la persona jurídica, para que ello no 
vuela a pasar en el futuro como una medida ejemplar. De ahí 
que, la ley de la materia lo debe regular para no quebrantar 
el “principio de prohibición de aplicar penas inusitadas 
o trascendentales” (art. 22 de la Constitución Federal 
Mexicana). De la misma manera, las personas jurídicas 
como entes privados tienen derechos fundamentales en sede 
ministerial o judicial, que pueden hacer valer ante cualquier 
autoridad como el relativo al debido proceso, acceder a la 
investigación, contar con una defensa adecuada, aportar 
pruebas, impugnar determinaciones, interponer recursos y 
amparos; etc.

En resumen, aparentemente resultaría complejo el 
atribuir responsabilidad penal a las personas jurídicas, pero 
atendiendo a tres presupuestos principales como la tipicidad, 
su conexión con la persona natural e inobservancia del debido 
control en la organización, podrían facilitar el argumento 
ante o del Ministerio Público con el Juez Penal, los cuales 
conjuntamente con los demás operadores jurídicos, requieren 
capacitación, actualización, especialización, conocimiento 
en el tema, y porque no, en cumplimiento corporativo para 
tener una radiografía de la estructura de las organizaciones, 
incluyendo protocolos o leyes especializadas, con una amplia 
base legislativa como se ha dado en otros países.
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E l embargo que se traba en el patrimonio de un contribuyente a 
través de buzón tributario se encuentra regulado en el artículo 
151 BIS del Còdigo Fiscal de la Federación y se encuentra sujeto 

para que goce de eficacia jurídica al estricto cumplimiento de ciertos 
lineamientos y respeto de ciertos límites que se regulan en el precepto 
normativo que se invoca. En este contexto, el artículo en cuestión 
establece a la letra lo siguiente:
 

“Artículo 151 Bis. La autoridad fiscal, tratándose de créditos 
exigibles, podrá llevar a cabo el embargo de bienes, por buzón 
tributario, estrados o edictos, siempre que se trate de los 
siguientes:

I. Depósitos bancarios, componentes de ahorro o inversión 
asociados a seguros de vida que no formen parte de la 
prima que haya de erogarse para el pago de dicho seguro, o 
cualquier otro depósito en moneda nacional o extranjera que 
se realicen en cualquier tipo de cuenta que tenga a su nombre 
el contribuyente en alguna de las entidades financieras o 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo.
II. Acciones, bonos, cupones vencidos, valores mobiliarios 
y en general créditos de inmediato y fácil cobro a cargo 
de entidades o dependencias de la Federación, Estados y 
Municipios y de instituciones o empresas de reconocida 
solvencia.
III. Bienes inmuebles.
IV. Bienes intangibles.
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Para tal efecto, la autoridad fiscal previamente 
emitirá declaratoria de embargo en la que 
detallará los bienes afectados, misma que hará 
del conocimiento del deudor a través de buzón 
tributario, por estrados o por edictos, según 
corresponda.
Una vez que surta efectos la notificación del 
embargo, se continuará con el procedimiento 
administrativo de ejecución”

En este escenario, el primer rubro que destaca 
consiste en que uno de los requisitos de procedibilidad 
de este clase de embargo es que tenga su génesis en el 
cobro coactivo de un crédito fiscal que se encuentre 
firme, es decir, que resulte exigible sin que sea posible 
jurídicamente interponer algún medio de defensa de 
corte ordinario o extraordinario que eventualmente 
lo pueda modificar. En la actualidad, recordemos 
que las autoridades tributarias, cada vez con mayor 
hostilidad y frecuencia, proceden a ejecutar embargo 
de la especie que ahora se comenta respecto de 
créditos fiscales que se encuentran sub judice o a 
fin de garantizar el interés fiscal inherente a una 
situación jurídica controvertida que se encuentra 
en litigio pero que aún no ha sido sentenciada en 
forma definitiva, casos en que su instrumentación 
resulta improcedente. Este es un matiz de ilegalidad 
frecuentemente actualizado en el proceder autoritario 
que da lugar a que legítimamente nos preguntemos 
¿Qué medio defensa resulta procedente para recurrir 
un embargo trabado a través de buzón tributario?

En la práctica forense y en cumplimiento de lo 
regulado por el artículo 23 de la Ley Federal de los 
Derechos del Contribuyente la autoridad impositiva 
se encuentra obligada a hacer del conocimiento en 
el cuerpo del acto de autoridad de que se trate, la 
prerrogativa del particular de controvertir a través 
de la promoción del recurso o medio de defensa que 
corresponde, sin embargo, solo se hace mención 
de la potestad que le es propia para interponer el 
recurso en sede administrativa o el juicio contencioso 
administrativo, pero nunca se hace referencia al juicio 
de amparo ni a la reconsideración administrativa. Esta 
grave omisión, desde mi óptica, resulta violatoria de lo 
regulado por el invocado artículo 23 de la Ley Federal 
de los Derechos del Contribuyente.

Esta situación da lugar a que se necesite precisar 
con exactitud cuándo y cuál es el medio de defensa 
que resulta procedente para combatir la eventual 
ilegalidad que se manifiesta con motivo de la traba 
de embargo a través de buzón tributario.

Normalmente en la declaratoria de embargo se 
establece que sólo podrá recurrirse el embargo trabado 
a través de buzón tributario cuando el procedimiento 
administrativo de ejecución que le es inherente se 
haya consumado, es decir, cuando se convoque a 
remate en primera almoneda, sin embargo, esto no 
es totalmente cierto, aunque no escapa a mi atenciòn 
es la regla general.
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son de considerarse así cuando: 1) afecten 
materialmente derechos y 2) esos derechos 
revistan la categoría de “sustantivos”. 
En ese orden de ideas, la declaración de 
embargo realizada por buzón tributario es 
de considerarse como un acto de imposible 
reparación material, ya que restringe la 
posesión de un inmueble por no señalar 
depositario alguno y causa una afectación 
material al atentar contra el derecho de 
posesión sobre el inmueble en cuestión; más 
aún, cuando la autoridad fiscal se encuentra 
en posibilidades de enajenar el bien inmueble 
fuera de remate, como al efecto lo establece el 
artículo 192 del Código Fiscal de la Federación, 
de ahí que resulte procedente la interposición del 
recurso de revocación, y opcionalmente, el juicio 
contencioso administrativo. Juicio Contencioso 
Administrativo Núm. 1572/23-30-01-2-OT.- 
Resuelto por la Sala Regional Centro IV del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el 
30 de abril de 2024, por unanimidad de votos.- 
Magistrado Instructor: Octavio Augusto Ernesto 
Prieto Gallardo.- Secretario: Lic. Julio Antonio 
Gómez Rodríguez. R.T.F.J.A. Novena Época. Año 
III. No. 36. Diciembre de 2024. p. 367

(El énfasis es nuestro)

Es por lo señalado que no existe duda respecto 
de la posibilidad de recurrir un embargo efectuado 
a través de buzón tributario como parte integrante 
de un procedimiento administrativo de ejecución 
sin necesidad de esperar a que se consume este 
último a través de la promoción del recurso en sede 
administrativa, del juicio contencioso administrativo 
y del juicio constitucional.

Recordemos que el juicio de amparo en términos 
de lo regulado en el artículo 28 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo en 
relación con el 128 de la Ley de Amparo es procedente 
excepcionando el principio de definitividad que 
ordena al juicio constitucional. Efectivamente, la 
tesis jurisprudencial que a continuación se cita a la 
letra establece lo siguiente:

En efecto, el embargo en comento también puede 
recurrirse por excepción cuando con motivo de su 
práctica se causen daños de imposible reparación 
al gobernado de conformidad con lo regulado por 
el artículo 127 del Codigo Federal Tributario que 
establece la excepción a la regla general antes citada. 
Para que opere esta excepción, se deben de afectar 
derechos de corte sustantivo del contribuyente, 
hipótesis que debe de acreditarse al momento de 
interponer el medio de defensa procedente que 
dicho sea de paso lo es el recurso de revocación que 
al tener la característica de resultar de interposición 
optativa, da pie para que se pueda interponer el 
juicio contencioso administrativo y desde luego, el 
juicio constitucional. En este orden de ideas, se hace 
ineludible transcribir el siguiente criterio publicado 
en la Revista del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa correspondiente al mes de octubre de 
2024 que a la letra consigna lo siguiente:

I X - C A S R - C E I V- 1 4  P R O C E D I M I E N T O 
ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. COMO 
EXCEPCIÓN PUEDE IMPUGNARSE ANTE 
EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
A D M I N I S T R AT I VA  A N T E S  D E  L A 
PUBLICACIÓN DE LA CONVOCATORIA 
DE REMATE, CUANDO SE REALICE EL 
EMBARGO POR BUZÓN TRIBUTARIO DE 
BIENES INMUEBLES.- El artículo 127 del 
Código Tributario Federal establece que procede 
el recurso de revocación en contra de los actos 
del procedimiento administrativo de ejecución 
cuando se argumente que tal procedimiento no 
se ajustó a la Ley, únicamente hasta que se emita 
la convocatoria de remate, y dentro de los diez 
días siguientes a la fecha de su publicación, con 
la excepción de que los actos de cobro se ejerzan 
sobre dinero en efectivo, depósitos en cuenta 
abierta en instituciones de crédito, sobre bienes 
legalmente inembargables o actos de imposible 
reparación material. Ahora bien, dicho numeral 
no establece textualmente que los bienes 
inmuebles sean parte de excepción de la 
procedencia del recurso de revocación (y por 
ende, del juicio contencioso administrativo); 
sin embargo, sí contempla aquellos bienes 
de imposible reparación material, los cuales 
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Registro digital: 2026981
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época
Materias(s): Común, Administrativa
Tesis: I.7o.A. J/1 A (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 28, Agosto de 2023, Tomo 
IV, página 4185
Tipo: Jurisprudencia

E X C E P C I Ó N  A L  P R I N C I P I O  D E 
DEFINITIVIDAD. ES INNECESARIO 
AGOTAR EL JUICIO CONTENCIOSO 
A D M I N I S T R A T I V O  F E D E R A L 
PREVIAMENTE A PROMOVER EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, AL EXIGIR 
LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
MAYORES REQUISITOS PARA CONCEDER 
LA SUSPENSIÓN QUE LOS PREVISTOS 
EN LA LEY DE AMPARO.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto se 
reclamó la resolución que negó el trámite de 
autorización de visa por oferta de empleo. El 
secretario encargado del despacho del Juzgado 
de Distrito desechó de plano la demanda 
al considerar que operaba el principio de 
definitividad, pues previamente era necesario 
agotar el juicio de nulidad, porque la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo 
no exige mayores requisitos que los artículos 
128, 132 y 135 de la Ley de Amparo para 
conceder la suspensión del acto reclamado.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado 
de Circuito determina que al exigir la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo mayores requisitos para 
conceder la suspensión que los previstos 
en la Ley de Amparo, se actualiza una 
excepción al principio de definitividad, por 
lo que previamente a promover el juicio de 
amparo indirecto es innecesario agotar el 
juicio contencioso administrativo federal.

Justificación: Lo anterior, porque el artículo 
28, fracción I, de la ley federal referida prevé 

LA REVISTA MEXICANA DE ESTRATEGIAS FISCALES  37



un requisito adicional a los previstos en el 
artículo 128 de la Ley de Amparo, pues para 
conceder la suspensión del acto reclamado 
aquél condiciona que sean de difícil reparación 
los daños o perjuicios que se causen al actor 
con la ejecución del acto impugnado, lo cual 
no se establece en la Ley de Amparo.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

Queja 18/2023. Ngis Servicios y Soporte 
Empresarial de Capital Humano, S.A. de C.V. 
y otra. 15 de marzo de 2023. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ricardo Olvera García. 
Secretaria: Liliana Jaramillo Olivares.

Queja 5/2023. ABB México, S.A. de C.V. 12 de 
abril de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ricardo Olvera García. Secretario: Carlos 
Ferreira Herrera.
Queja 48/2023. Nathalia Nicole Baltodano 
Ayala. 19 de abril de 2023. Unanimidad de 
votos. Ponente: Francisco García Sandoval. 
Secretario: Sergio Padilla Terán.

Queja 427/2022. María Gloria González, por 
propio derecho y en representación de otra. 
24 de mayo de 2023. Unanimidad de votos. 
Ponente: Abel Méndez Corona. Secretaria: 
Nora Flores Castillo.

Queja 137/2023. Carlos Enrique Jiménez 
Aldaco. 31 de mayo de 2023. Unanimidad 
de votos. Ponente: Abel Méndez Corona. 
Secretario: Valentín Omar González Méndez.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 
2023 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de 
agosto de 2023, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021.

(El énfasis es nuestro)

Es por lo expuesto que es criterio del suscrito que 
cualquier rasgo de ilegalidad que se materialice en la 
práctica de un embargo a través de buzón tributario, 
podrá recurrirse en el término de quince días a través 
de la interposición del juicio de garantías.
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INTRODUCCIÓN

El Programa de la Industria Manufacturera, Maquiladora y de Servicios 
de Exportación (IMMEX) se estableció desde el 2006 como una estrategia 
del gobierno mexicano para incrementar la competitividad de las empresas 
exportadoras. Dicho programa permite la importación temporal de bienes 
sin la aplicación de impuestos o aranceles, siempre que los productos sean 
destinados a la manufactura de bienes exportables. 

El Programa IMMEX ha enfrentado diversos retos, como el abuso y 
la evasión fiscal, lo que ha motivado una serie de reformas, precisamente a 
partir del año 2025, la implementación de nuevos aranceles ha incrementado 
la complejidad del escenario, especialmente en la industria textil, uno de los 
sectores más beneficiados por IMMEX. En paralelo, el Servicio de Admi-
nistración Tributaria (SAT) advierte que intensificará la fiscalización a través 
del Plan Maestro 2025, lo que añade una capa adicional de complejidad en 
la supervisión y cumplimiento de las empresas. 
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EL PROGRAMA IMMEX

El programa IMMEX nació como una respuesta a 
problemas económicos y fiscales que México enfrentaba 
a inicios del siglo XXI. Entre los factores que impulsaron 
su creación destacan:

• Fuga de inversiones: 
Las industrias maquiladoras, particularmente en los 

sectores textil y automotriz, comenzaron a trasladarse 
a países asiáticos debido a menores costos operativos.

• Competencia global: 
La inclusión de China en la Organización Mundial 

del Comercio (OMC) en 2001 aumentó la competencia 
en los mercados internacionales.

• Evasión fiscal: 
Las regulaciones laxas en programas previos de 

importación temporal favorecieron el contrabando y la 
evasión de impuestos.

El IMMEX busca responder a estos desafíos a través 
de una normativa más clara y requisitos específicos para 
las empresas, asegurando beneficios para aquellas que 
cumplen con las disposiciones del programa.

LOS NUEVOS ARANCELES EN 
LA INDUSTRIA TEXTIL

A partir del Decreto del 19 de diciembre de 2024, 
el gobierno mexicano implementó nuevos aranceles 
temporales con el objetivo de proteger la industria 
nacional de prácticas comerciales desleales, como el 
dumping. Para el sector textil, los aranceles temporales 
fueron establecidos en un 15% para productos importados 
que competían directamente con los productos 
nacionales. Estos aranceles han generado diversos efectos 
en la industria, a saber:

• Aumento de costos

• Reducción en exportaciones

• Evasión fiscal
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FISCALIZACIÓN A TRAVÉS DEL 
PLAN MAESTRO 2025

El Plan Maestro de Fiscalización del SAT, publicado 
El 8 de agosto de 2025, es una herramienta clave en la 
lucha contra la evasión fiscal y el contrabando. 

Este plan establece un enfoque integral para 
mejorar la recaudación fiscal, centrado en tres ejes 
principales: atención al contribuyente, acompañamiento 
al contribuyente cumplido y fiscalización contra la evasión 
y el contrabando.

Una de las áreas prioritarias de fiscalización es el 
sector IMMEX, donde el SAT intensificará sus auditorías, 
particularmente en el sector textil. Entre las acciones 
clave se incluyen:

• Auditorías profundas: El SAT llevará a cabo 
auditorías exhaustivas en las empresas del sector textil 
para garantizar la correcta declaración de operaciones de 
importación y exportación.

• Cruce de información: Se utilizarán plataformas 
digitales para comparar datos de importación, exportación 
y ventas nacionales.

• Sanciones ejemplares: Las empresas reincidentes 
en irregularidades fiscales enfrentarán sanciones severas.

El documento revela una estrategia sólida para 
abordar los desafíos de la evasión y defraudación fiscal. 

Lo más destacable es la manera 
en que el Plan focaliza su actuación 
en el sector del comercio exterior, 
un ámbito crucial para la economía 
nacional y donde históricamente 
han existido mayores riesgos de 
irregularidades. 
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La atención específica a problemáticas como 
el incorrecto retorno de importaciones temporales, 
la inexacta clasificación arancelaria, y los abusos en 
certificaciones fiscales y preferencias arancelarias 
evidencia una estrategia orientada a cerrar brechas 
regulatorias que afectan no solo la recaudación, sino 
también la competitividad del comercio exterior 
mexicano.

Las facultades de gestión y la fiscalización intensiva 
han suscitado debates sobre su compatibilidad con 
los tratados internacionales suscritos por México, en 
particular con el Tratado entre México, Estados Unidos 
y Canadá (T-MEC). 

CONCLUSIONES

El Programa IMMEX y el Plan Maestro 2025 del 
SAT enfrentan desafíos complejos en el contexto de los 
nuevos aranceles y la fiscalización intensificada. 

Aunque las reformas buscan proteger la industria 
nacional y mejorar la recaudación fiscal, también es 
fundamental garantizar que las medidas no infrinjan 
los derechos de las empresas y que no generen barreras 
comerciales que afecten la competitividad.

El uso de tecnologías avanzadas en el Plan Maestro, 
como el análisis de datos y los modelos de aprendizaje 
estadístico, es un paso importante hacia la modernización 
de la fiscalización en México. 

No obstante, se necesita mayor transparencia y debida 
fundamentación de las actuaciones de las autoridades, 
sobre todo con el uso de la inteligencia artificial a fin 
de garantizar que las empresas contribuyentes puedan 
cumplir con las regulaciones de manera eficiente y justa.
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E n artículos previos se ha manifestado la trascendencia del estudio de las fuentes 
del derecho al desarrollar la defensa de los contribuyentes en materia fiscal, así 
como la relevancia de la jurisprudencia y los precedentes en la función jurisdic-

cional. A fin de ahondar sobre este punto, se reitera que la función jurisdiccional en 
materia fiscal exige un manejo riguroso de la jurisprudencia y los precedentes, los 
cuales constituyen directrices obligatorias para garantizar la unidad y congruencia 
del sistema jurídico mexicano. Es clara la obligatoriedad de lo descrito en el Marco 
Jurídico Mexicano. Conforme a lo dispuesto en los artículos 217 y 218 de la Ley 
de Amparo, los juzgadores deben observar y aplicar con carácter obligatorio los 
criterios establecidos por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación cuando estos alcancen el rango de jurisprudencia. Adicionalmente, los 
precedentes emitidos por los Tribunales Colegiados de Circuito resultan vinculan-
tes cuando cumplen los requisitos formales para integrar jurisprudencia. En este 
sentido, la observancia de tales criterios no es opcional, sino un imperativo jurídico 
que fortalece la certeza y previsibilidad en la resolución de conflictos tributarios.

En su labor jurisdiccional, los jueces deben analizar las tesis y criterios judiciales 
desde una perspectiva sistemática, valorando su aplicabilidad en los casos concretos 
bajo su conocimiento. Este ejercicio demanda una interpretación armónica de 
las disposiciones fiscales y constitucionales, en congruencia con el principio pro 
persona consagrado en el artículo 1º de la Constitución en un estricto apego al 
reconocimiento y respeto de los derechos humanos. Los juzgadores deben evaluar si 
los precedentes se encuentran actualizados y contextualizados con las circunstancias 
particulares del asunto, sin perder de vista la naturaleza dinámica del derecho fiscal 
y su interacción con los referidos derechos a fin de que las resoluciones emitidas 
refuerzan la legitimidad institucional y el desarrollo progresivo del sistema jurídico 
tributario.  

Por su parte, los jurisconsultos que actúan en la defensa fiscal deben utilizar la 
jurisprudencia y las tesis como herramientas estratégicas en la construcción de sus 
medios de impugnación. A fin de esclarecer el sentido de las disposiciones fiscales, 
es esencial que fundamenten sus argumentos no solo en el texto literal de las éstas, 
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sino también en los criterios emitidos por los órganos judiciales 
competentes, con el propósito de robustecer la viabilidad 
de sus pretensiones. El uso adecuado de la jurisprudencia 
permite a los defensores de los contribuyentes alinear sus 
planteamientos a los parámetros interpretativos reconocidos, 
lo que incrementa las posibilidades de éxito en la defensa de 
los derechos de los contribuyentes frente a actos de autoridad 
fiscal. 

Asimismo, a la luz de la Constitución General, las 
autoridades fiscales tienen la obligación constitucional y legal 
de observar, analizar y aplicar la jurisprudencia, las tesis y los 
precedentes emitidos por el Poder Judicial de la Federación y 
los tribunales administrativos, en el desarrollo de sus funciones, 
responsabilidad que emana de los principios de legalidad y 
respeto a los derechos humanos consagrados en los artículos 
1º, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

El apego a los criterios jurisdiccionales permite a 
las autoridades fiscales actuar de manera congruente 
con los estándares establecidos, garantizando la correcta 
interpretación de las disposiciones tributarias y la protección 
efectiva de los derechos fundamentales de los contribuyentes. 
En un marco donde los derechos humanos constituyen la 
base del sistema jurídico, las autoridades fiscales deben 
asegurarse de que sus actos administrativos, resoluciones 
y procedimientos respeten los parámetros interpretativos 
vinculantes, favoreciendo siempre la tutela más amplia de las 
personas y evitando prácticas que vulneren la seguridad jurídica 
y la equidad tributaria.

Autoridades, juzgadores y defensores deben asumir una 
responsabilidad compartida en la correcta aplicación y difusión 
de los precedentes y criterios jurisprudenciales, con el fin de 
garantizar un desarrollo equilibrado del derecho fiscal y su 
congruencia con los principios constitucionales. 

En un contexto donde las normas tributarias son 
susceptibles de múltiples interpretaciones, el uso sistemático 
y ético de la jurisprudencia, constituye un pilar fundamental 
para fortalecer el Estado de Derecho, fomentar la seguridad 
jurídica y consolidar la confianza de los particulares en las 
instituciones judiciales. 

Atendiendo a lo anterior, y en ánimo de facilitar 
la aplicación de la referida fuente del derecho fiscal, 
a continuación, se expone una relación de las tesis y 
jurisprudencias que pudieran ser de utilidad para los defensores 

en materia fiscal, publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación en el año 2024.

• INTERÉS FISCAL. EL ARTÍCULO 141, 
FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN (CFF), AL ESTABLECER QUE LOS 
CONTRIBUYENTES PODRÁN GARANTIZARLO 
CON TÍTULOS VALOR SÓLO EN CASO DE QUE SE 
DEMUESTRE IMPOSIBILIDAD DE GARANTIZAR LA 
TOTALIDAD DEL CRÉDITO MEDIANTE LAS OTRAS 
FORMAS PREVISTAS EN EL MISMO NUMERAL, 
RESPETA EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD 
LEGISLATIVA1.  

El artículo 141, fracción VI, del CFF es acorde al 
principio de razonabilidad legislativa porque la medida 
implementada tiene un fin constitucionalmente válido, 
es idónea para alcanzar la finalidad buscada por el 
legislador y no afecta desproporcionalmente otros bienes 
constitucionales. 

• ACUERDOS CONCLUSIVOS EN MATERIA 
TRIBUTARIA. LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 
OCTAVO DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
DEL CFF, CONTENIDAS EN EL DECRETO QUE LO 
REFORMA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN (DOF) EL 12 DE NOVIEMBRE 
DE 2021, AL SUJETAR LOS PROCEDIMIENTOS 
RELATIVOS EN TRÁMITE A UN PLAZO DE 12 
MESES PARA SU CONCLUSIÓN, SUPERA EL TEST 
DE PROPORCIONALIDAD, POR LO QUE NO 
VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2022)2.  

La fracción III del Artículo Octavo de las disposiciones 
transitorias del CFF, contenidas en el decreto que lo 
reforma, publicado en el DOF el 12 de noviembre de 
2021, al prever que los acuerdos conclusivos que se hayan 
solicitado antes del 1 de enero de 2022 y que, a la fecha 
de entrada en vigor del decreto respectivo, se encuentren 
en trámite ante la Procuraduría de la Defensa del 
Contribuyente (PRODECON), deberán concluirse en un 
plazo que no excederá de 12 meses a partir de esa entrada 
en vigor, no transgrede el derecho de acceso a la justicia. 

• AGENCIA NACIONAL DE ADUANAS DE 
MÉXICO (ANAM). SU REGLAMENTO INTERIOR 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN 
JERÁRQUICA3.  

El Reglamento Interior de la ANAM no viola el principio 
de subordinación jerárquica. 
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O FIRMA DIGITAL, GENERA CONVICCIÓN EN 
CUANTO A SU AUTENTICIDAD, POR LO QUE SU 
EFICACIA PROBATORIA ES PLENA7.

El documento obtenido electrónicamente que contiene el 
aviso de cambio de domicilio del contribuyente, si cumple 
con los requisitos que generan convicción en cuanto a 
su autenticidad, es decir, cadena original y sello o firma 
digital, tiene eficacia probatoria plena, salvo prueba que 
acredite lo contrario.

• REGLA 3.10.10. DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL (RMF) PARA 2021. LA 
MODIFICACIÓN PUBLICADA EN EL DOF EL 3 
DE MAYO DE 2021 ES CONTRARIA AL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA, YA QUE SU EFECTO 
MATERIAL FUE REDUCIR EL PLAZO CON EL QUE 
LAS PERSONAS CONTRIBUYENTES CONTABAN AL 
INICIO DE SU VIGENCIA, PARA CUMPLIR CON LA 
OBLIGACIÓN FORMAL CORRESPONDIENTE8.

La regla administrativa 3.10.10. de la RMF para 2021, 
modificada mediante publicación en el DOF el 3 de 
mayo de 2021 (susceptible de control judicial), introdujo 
una modificación al plazo originalmente otorgado a las 
personas contribuyentes para hacer pública la declaración 
informativa referida en el artículo 82, fracción VI, de la 
Ley del ISR (LISR), lo cual, tuvo como resultado material 
una reducción del plazo otorgado originalmente, con la 
consecuente incertidumbre jurídica en perjuicio de sus 
destinatarios, por lo que resulta violatoria del principio de 
seguridad jurídica.

• RECARGOS POR PAGO EXTEMPORÁNEO 
DE CONTRIBUCIONES. EL ARTÍCULO 21, PÁRRAFOS 
PRIMERO Y QUINTO, DEL CFF, AL DISPONER UNA 
MISMA TASA DE RECARGOS PARA EL CASO DE 
QUE TRANSCURRA UN MES COMPLETO O UNA 
FRACCIÓN DEL MISMO, A PARTIR DEL DÍA EN QUE 
DEBIÓ HACERSE EL PAGO, NO TRANSGREDE EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA9. 

El artículo 21, párrafos primero y quinto, del CFF, al 
disponer una misma tasa de recargos por la falta de pago 
oportuno de contribuciones para el caso de que transcurra 
un mes completo o una fracción del mismo, a partir del día 
en que debió hacerse el pago y hasta que éste se efectúe, 
no transgrede el principio de equidad tributaria.

• ISR. PARA LA DEDUCIBILIDAD DE 
LAS NOTAS DE CRÉDITO ES NECESARIO SU 
DEBIDO REGISTRO EN LA CONTABILIDAD DEL 

• FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE 
LAS AUTORIDADES FISCALES. EL ARTÍCULO 
48 DEL CFF, AL ADMITIR LA POSIBILIDAD DE 
SOLICITAR EN MÁS DE UNA OCASIÓN INFORMES, 
DATOS O DOCUMENTOS, O LA PRESENTACIÓN 
DE LA CONTABILIDAD O PARTE DE ELLA PARA 
EL EJERCICIO DE AQUÉLLAS FUERA DE UNA 
VISITA DOMICILIARIA, NO TRANSGREDE LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2016)4. 

El artículo 48 del CFF, respeta los principios de legalidad 
y de seguridad jurídica al admitir la posibilidad de que 
en más de una ocasión la autoridad hacendaria solicite 
informes, datos o documentos, o la presentación de la 
contabilidad o parte de ella para el ejercicio de facultades 
de comprobación fuera de una visita domiciliaria. 

• EXENCIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA (ISR). PARA CALCULARLA CUANDO SE 
OBTENGAN INGRESOS POR DIFERENCIAS DE 
PENSIÓN CORRESPONDIENTES A EJERCICIOS 
ANTERIORES, DEBE APLICARSE LA LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN CADA UNO DE ÉSTOS5.  

Para calcular la exención del ISR cuando el contribuyente 
recibe el pago de diferencias de pensión que comprendan 
varios ejercicios, derivado de un laudo condenatorio, para 
el cálculo de la exención prevista en la ley, no es factible 
dividir dicho monto en los días que comprenda únicamente 
el ejercicio fiscal en el que se recibieron, sino que debe 
aplicarse la normativa vigente en cada uno de los ejercicios 
que correspondan a aquellos por los que se pagaron tales 
diferencias. 

• IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
(IVA). ACREDITAMIENTO DEL PAGADO EN LA 
IMPORTACIÓN POR CONTRIBUYENTES QUE 
REALIZAN OPERACIONES LINEALES (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2018 Y 2020)6.

Para acreditar el IVA pagado en la importación por 
los contribuyentes que realizan operaciones lineales 
consistentes en la importación de bienes para su posterior 
enajenación en territorio nacional, es innecesario que exista 
identidad entre los bienes importados y los que se enajenan 
en el mes de que se trate. 
• JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

FEDERAL. LA PRUEBA DOCUMENTAL OBTENIDA 
ELECTRÓNICAMENTE QUE CONTIENE EL AVISO 
DE CAMBIO DE DOMICILIO DEL CONTRIBUYENTE, 
SI CUENTA CON CADENA ORIGINAL Y SELLO 
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CONTRIBUYENTE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
2012)10.

El tratamiento fiscal de las notas de crédito es el de 
una deducción, por lo que su registro debe constar 
en el apartado de egresos de la contabilidad y para 
su deducibilidad es necesario su debido registro en la 
contabilidad del contribuyente.

• PRESCRIPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
146 DEL CFF. LA SOLA PROMOCIÓN DEL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL NO 
SUSPENDE EL PLAZO PARA QUE OPERE11.

El artículo 146 del CFF no prevé que la sola promoción 
del juicio contencioso administrativo federal suspenda el 
plazo de prescripción.

• INTERÉS SUSPENSIONAL EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. CUANDO SE RECLAMA 
EL EMBARGO O ASEGURAMIENTO DE CUENTAS 
BANCARIAS A AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, 
NO SE ACREDITA CON LA SOLA MANIFESTACIÓN 
BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD12. 

Al reclamar en el juicio de amparo el embargo o 
aseguramiento de cuentas bancarias, la sola manifestación 
bajo protesta de decir verdad resulta insuficiente para 
acreditar indiciariamente el interés suspensional que exige 
el artículo 128 de la Ley de Amparo, por lo que deben 
aportarse pruebas que sin ser fehacientes demuestren, 
aunque sea de manera indiciaria, la legitimación para 
solicitar la suspensión provisional.

• IVA. LOS ARTÍCULOS 9o., FRACCIÓN X, 
15, FRACCIÓN VII, Y 20, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DE LA MATERIA, AL EXENTAR DEL PAGO DE 
DICHO IMPUESTO A LAS PERSONAS MORALES 
AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS 
DEDUCIBLES PARA LOS EFECTOS DEL ISR 
CUANDO ENAJENAN BIENES, PRESTAN SERVICIOS 
INDEPENDIENTES U OTORGAN EL USO O GOCE 
TEMPORAL DE BIENES, NO TRANSGREDEN EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA13.

 Los artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, 
fracción I, de la Ley del IVA (LIVA) no transgreden el principio 
de equidad tributaria. Si bien los actos y actividades de las 
donatarias autorizadas, a diferencia de los realizados por las 
personas morales que enajenan bienes, prestan servicios u 
otorgan el uso o goce de bienes, se consideran exentos del 
pago del IVA, lo cierto es que esa distinción persigue fines 
constitucionalmente admisibles y es objetiva y razonable.
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• FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA EN 
MATERIA FISCAL. ES INNECESARIO QUE EL 
SELLO IMPRESO (INTEGRADO POR CARACTERES) 
DERIVADO DEL USO DE DICHA FIRMA CONTENGA 
LOS DATOS O ELEMENTOS PROPIOS DEL 
CERTIFICADO QUE LA RESPALDA, CONFORME A 
LOS ARTÍCULOS 17-I Y 38 DEL CFF (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2019)14. 

El sello impreso (integrado por caracteres) derivado del 
uso de la firma electrónica no requiere contar con los datos 
o elementos propios del certificado que lo respalda pues, 
en su caso, será mediante los sistemas de verificación que 
podrá generarse certeza de que el acto fiscal fue suscrito 
por un funcionario fiscal que contaba con una firma 
electrónica avanzada vigente al momento de expedición 
del acto.

• IVA. PARA ACREDITAR LOS PAGOS 
REALIZADOS POR SERVICIOS ESTRICTAMENTE 
INDISPENSABLES PARA LA ACTIVIDAD DEL 
CONTRIBUYENTE, ES IRRELEVANTE SI SE 
CONTABILIZAN COMO UN GASTO O COMO UNA 
INVERSIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2017)15.

Para acreditar el IVA de una erogación realizada con 
motivo de un servicio estrictamente indispensable, es 
irrelevante si se contabiliza como gasto o como inversión, 
ya que esa distinción sólo es relevante para la mecánica 
de la deducibilidad del ISR.

• FACULTAD REGLADA. LA CONSTITUYE 
LA ATRIBUCIÓN OTORGADA AL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT), EN EL 
TEXTO VIGENTE DEL ARTÍCULO 20-A DE LA LEY 
DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
(LSAT), PUBLICADA EN EL DOF EL DOCE DE JUNIO 
DE DOS MIL TRES16.

La atribución del SAT, prevista en el texto vigente del 
artículo 20-A de la LSAT, publicada en el DOF el doce 
de junio de 2003, relativa a abstenerse de determinar 
contribuciones y sus accesorios, así como de imponer 
sanciones correspondientes a las infracciones descubiertas 
con motivo del ejercicio de sus facultades de comprobación, 
cuando el monto total de los créditos fiscales no exceda de 
3,500 unidades de inversión, constituye una facultad reglada.
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• IVA. NO ES FACTIBLE ACUDIR AL ESQUEMA 
GENERAL DE LA DEVOLUCIÓN UNA VEZ EJERCIDO 
EL ACREDITAMIENTO DEL SALDO A FAVOR 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 6o. DE LA LEY DE LA 
MATERIA VIGENTE EN 201817.

Tratándose del saldo a favor del IVA, una vez que se ha 
elegido la vía del acreditamiento en términos del precepto 
citado, no es factible solicitar el remanente mediante el 
esquema general de devolución previsto en el artículo 22 
del CFF, sino que deberá continuarse con el acreditamiento 
hasta agotarlo.

• VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR EL 
CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES. EL 
PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL CFF RESPETA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA18.

El artículo 49 del CFF, que regula el procedimiento para 
la revisión del cumplimiento de obligaciones en materia 
de comprobantes fiscales, respeta la seguridad jurídica 
de las personas debido a que, para la materialización 
del acto de molestia, requiere de una orden expedida 
por autoridad competente y obliga a que las personas 
visitadoras se identifiquen y levanten un acta en la que se 
hagan constar los hechos u omisiones detectados durante 
la verificación, sin que resulte indispensable la previsión 
de un orden secuencial específico ya que tales acciones 
deben desarrollarse de manera contigua o muy cercana y 
sin demora.

• RÉGIMEN SIMPLIFICADO DE CONFIANZA 
PARA PERSONAS MORALES EN EL ISR. LOS 
ARTÍCULOS 206, PRIMER PÁRRAFO Y 208 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO RELATIVO, AL NO PERMITIR LA 
DEDUCCIÓN DE LOS ANTICIPOS A REMANENTE 
QUE LAS SOCIEDADES CIVILES OTORGUEN A SUS 
SOCIOS, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2022)19.

Los artículos 206, primer párrafo y 208 de la LISR, al no 
permitir la deducción de los anticipos a remanente que 
las sociedades civiles otorguen a sus socios cuando los 
distribuyen en términos de la fracción II del artículo 94 
del citado ordenamiento, no transgreden el principio de 
equidad tributaria.

• FACTURAS. PARA SU VALORACIÓN DEBE 
ATENDERSE A LOS USOS Y A LAS PERSONAS CONTRA 
QUIENES SE PRESENTEN20. 

Para la valoración de una factura debe atenderse a los usos 
y a las personas contra quienes se presente.

• VISITA DOMICILIARIA. LA AUTORIDAD 
PUEDE REQUERIR  INFORMACIÓN QUE 
ACREDITE FEHACIENTEMENTE EL ORIGEN Y LA 
PROCEDENCIA DE SALDOS A FAVOR DE EJERCICIOS 
DIVERSOS, CUANDO TENGAN EFECTOS EN EL 
REVISADO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2019)21.

Al realizar una visita domiciliaria, la autoridad puede 
requerir información comprobatoria que acredite 
fehacientemente el origen y la procedencia de saldos a 
favor, con independencia de que se hayan originado en un 
ejercicio fiscal diverso al revisado, cuando tengan efectos 
en éste.

• BENEFICIARIOS CONTROLADORES. LA 
REGLA 2.8.1.20 DE LA RMF PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2023, QUE PREVÉ LOS CRITERIOS 
QUE SE DEBEN UTILIZAR PARA DETERMINAR E 
IDENTIFICAR A AQUÉLLOS, RESULTA APLICABLE 
TANTO A LOS NOTARIOS PÚBLICOS COMO A LAS 
PERSONAS MORALES, POR LO QUE NO VIOLA EL 
DERECHO A LA IGUALDAD22.

La referida regla 2.8.1.20 de la RMF para 2023 no viola el 
principio de igualdad, porque los criterios que prevé para 
determinar e identificar a los beneficiarios controladores 
deben ser aplicados tanto por las personas morales como 
por los notarios públicos.

• BENEFICIARIOS CONTROLADORES. LA 
REGLA 2.8.1.21 DE LA RMF PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2023, AL SEÑALAR QUE LOS NOTARIOS PÚBLICOS 
DEBEN VERIFICAR Y VALIDAR ADECUADAMENTE 
AL BENEFICIARIO CONTROLADOR, SÓLO LOS 
OBLIGA A EMPLEAR LAS MEDIDAS RAZONABLES 
QUE SE ENCUENTREN A SU DISPOSICIÓN PARA 
COMPROBAR LA INFORMACIÓN OBTENIDA, POR 
LO QUE NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA23.
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La regla 2.8.1.21 de la RMF para 2023 no viola el principio 
de seguridad jurídica, pues la obligación de los notarios 
públicos de verificar y validar al beneficiario controlador en 
los contratos o actos jurídicos en que intervengan se limita 
a emplear las medidas razonables que se encuentren a su 
disposición para comprobar que la información obtenida 
es fidedigna, completa, adecuada, precisa y actualizada.

• PATENTE DE AGENTE ADUANAL. LA 
OMISIÓN DE EMITIR LA CONVOCATORIA A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 159 DE LA LEY ADUANERA 
VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA LIBERTAD 
DE TRABAJO24. 

La omisión de emitir la referida convocatoria vulnera el 
derecho humano a la libertad de trabajo.

• EXCEPCIÓN AL SECRETO BANCARIO. 
ALCANCES DE LA EXPRESIÓN "PARA FINES 
FISCALES", PREVISTA EN LA FRACCIÓN IV DEL 
ARTÍCULO 142 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO (LIC)25. 

La expresión "para fines fiscales", prevista en la fracción 
IV del artículo 142 de la LIC, significa que la SHCP 
está facultada para requerir información bancaria, 
sin autorización judicial previa, exclusivamente para 
la investigación, fiscalización o comprobación de las 
obligaciones fiscales del titular, cliente o deudor de las 
entidades bancarias en su condición de contribuyentes.

• IVA. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, 
INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA MATERIA, 
NO ES UNA LEY PRIVATIVA Y, POR TANTO, NO VIOLA 
EL ARTÍCULO 13 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2022)26. 

El artículo citado no constituye una ley privativa proscrita 
por el artículo 13 de la Constitución Federal, ya que la 
aplicación de la tasa del 16 % del impuesto a la enajenación 
de alimentos procesados para perros, gatos y pequeñas 
especies que se utilicen como mascotas en el hogar, 
no desaparece después de aplicarse al supuesto que le 
da origen, ni alude individualmente a una persona en 
concreto.

• L E G A L I D A D  T R I B U T A R I A .  L A 
ACTUALIZACIÓN DE LA CUOTA DE UN DERECHO 
EN UN PORCENTAJE SUPERIOR A LA INFLACIÓN 
NO TRANSGREDE ESE PRINCIPIO27. 

La actualización de contribuciones en un monto superior 
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a la inflación no puede dar lugar a la violación del principio 
de legalidad tributaria.

• PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
TRIBUTARIAS. EL LEGISLADOR NO SE ENCUENTRA 
VINCULADO POR LA INFLACIÓN NI POR UN 
DETERMINADO PORCENTAJE AL INCREMENTAR 
EL MONTO DE UN DERECHO28.

 Al incrementar el monto de la cuota a pagar por concepto 
de derechos, el legislador no se encuentra vinculado 
por la inflación ni por un determinado porcentaje para 
cumplir con los principios de proporcionalidad y equidad 
tributarias, dado que no son parámetros de regularidad 
constitucionalidad válidos para tal efecto.

• DEDUCCIÓN DE PAGOS A PARTES 
RELACIONADAS O A TRAVÉS DE ACUERDOS 
ESTRUCTURADOS QUE RECAIGAN EN REGÍMENES 
FISCALES PREFERENTES. LA LIMITACIÓN 
PREVISTA EN LA LISR RESPETA LOS PRINCIPIOS DE 
SEGURIDAD JURÍDICA Y LEGALIDAD TRIBUTARIA29. 

El artículo 28, fracción XXIII, de la LISR, al limitar la 
deducción de pagos a partes relacionadas o a través de 
acuerdos estructurados que recaigan en regímenes fiscales 
preferentes, respeta los principios de seguridad jurídica 
y legalidad tributaria porque permite a las personas 
contribuyentes saber a qué atenerse con su contenido 
normativo y es permisible que los aspectos secundarios del 
funcionamiento de la norma se contengan en disposiciones 
de menor jerarquía.

• NORMAS QUE ESTABLECEN LA MECÁNICA 
DE LOS IMPUESTOS. NO SON SUSCEPTIBLES 
DE SOMETERSE A UN ANÁLISIS DE RESPETO AL 
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, PUES 
NO ESTÁN INSERTAS EN EL ÁMBITO DEL DERECHO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR30.

Las normas en las que el legislador establece la mecánica 
de los impuestos, así como las modalidades para el 
acreditamiento del IVA, no se insertan en el ámbito del 
derecho administrativo sancionador. Este tipo de normas 
son emitidas en ejercicio de la potestad tributaria que 
se manifiesta en el poder del Estado para establecer las 
contribuciones, por lo que no se sujetan a un análisis de 
presunción de inocencia.

• UTILIDAD FISCAL AJUSTADA.  LA 
INTERPRETACIÓN DE LA LISR CONFORME A LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
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JURÍDICA PERMITE ENTENDER ESE CONCEPTO 
Y LA MECÁNICA DEL CÁLCULO QUE ES UTILIZADO 
PARA CONOCER EL LÍMITE DE LA DEDUCCIÓN DE 
LOS INTERESES APLICABLES31.

 La interpretación del concepto "utilidad fiscal ajustada", 
establecido en el artículo 28, fracción XXXII, de la LISR 
es conforme con los principios de legalidad y seguridad 
jurídica reconocidos en la Constitución, pues comprende 
la base para determinar el límite de la deducción de los 
intereses netos.

• COMPENSACIÓN PREVISTA EN LOS 
PÁRRAFOS SEXTO A DÉCIMO OCTAVO DEL 
ARTÍCULO 23 DEL CFF. LOS CONTRIBUYENTES 
SUJETOS A UNA REVISIÓN DE GABINETE O A UNA 
VISITA DOMICILIARIA NO SON COMPARABLES CON 
QUIENES NO SON OBJETO DE DICHAS FACULTADES 
DE COMPROBACIÓN, PARA EFECTOS DE UN 
ANÁLISIS DE IGUALDAD32. 

Los contribuyentes sujetos a una revisión de gabinete o 
a una visita domiciliaria no son comparables con quienes 
no son objeto de dichas facultades de comprobación. De 
ahí que los párrafos sexto a décimo octavo del artículo 
23 del CFF no pueden ser objeto de un análisis de 
igualdad cuando se propone ese parámetro no idóneo de 
comparación.

• SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE 
LA ORDEN DE BLOQUEO DE CUENTAS BANCARIAS. 
LA COPIA SIMPLE DE UN CONTRATO DE APERTURA 
DE CUENTA BANCARIA, VINCULADA CON LA 
EXPRESIÓN "BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD", 
ES INSUFICIENTE PARA TENER POR ACREDITADO 
EL INTERÉS SUSPENSIONAL33. 

La copia simple de un contrato de apertura de cuenta 
bancaria vinculada con la expresión "bajo protesta de 
decir verdad", es insuficiente para acreditar el interés 
suspensional de la parte quejosa y obtener la suspensión 
provisional en contra de la orden de bloqueo de cuentas 
bancarias; sin embargo, ello no excluye la posibilidad de 
que, del análisis concatenado de otras documentales (tales 
como los contratos, correos electrónicos, comprobantes 
de transferencias, capturas de pantalla, o cualquiera otra 
de naturaleza similar) y conforme al prudente arbitrio 
del juzgador, pueda concluirse la existencia del interés 
suspensional.

• DILACIÓN EXCESIVA EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL 

ESTADO DE TABASCO. PARA DETERMINAR LA 
PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO EN SU 
CONTRA, DEBE ATENDERSE POR ANALOGÍA AL 
PLAZO DE 45 DÍAS NATURALES ESTABLECIDO EN 
LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2019 (10a.), 
Y NO AL DE 120 DÍAS HÁBILES PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 41, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA LOCAL34.

 Procede el amparo indirecto contra la presunta dilación 
excesiva en un procedimiento contencioso administrativo 
sustanciado conforme a la Ley de Justicia Administrativa 
del Estado de Tabasco, debe atenderse por analogía al plazo 
de 45 días naturales, conforme a la tesis de jurisprudencia 
2a./J. 33/2019 (10a.) y no al de 120 días previsto en el 
artículo 41, fracción VI, de la citada ley.
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que se encuentren sujetos al ejercicio de facultades de 
comprobación por parte de la autoridad hacendaria 
(revisión de gabinete o visita domiciliaria), y los que no 
están sujetos a dichas facultades, por lo que no transgrede 
el derecho a la igualdad.

• PRECEDENTES DE LAS SALAS DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA (TFJA). 
DEBEN APLICARLOS EN CASOS SEMEJANTES38. 

Las Salas del TFJA deben aplicar sus precedentes en casos 
semejantes.

• SENTENCIAS DEL TFJA.  CUANDO 
DECLARAN LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA, DEBEN ANALIZAR EL FONDO DE 
LAS PRETENSIONES DE LA PERSONA ACTORA, SI 
SE CUENTA CON LOS ELEMENTOS SUFICIENTES 
PARA ELLO39. 

Conforme al modelo de plena jurisdicción, las sentencias 
del TFJA que declaren la nulidad de la resolución 
impugnada deben analizar el fondo de las pretensiones de 
la persona actora, si se cuenta con los elementos suficientes 
para ello.

• NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA 
CONFORME AL ARTÍCULO 137 DEL CFF, VIGENTE 
EN 2017 Y HASTA EL 9 DE DICIEMBRE DE 2019. 
CUANDO EL TERCERO CON QUIEN SE ENTENDÍA 
LA DILIGENCIA INFORMABA AL NOTIFICADOR 
QUE LA PERSONA BUSCADA NO HABITABA EN EL 
DOMICILIO QUE SEÑALABA PARA TAL EFECTO 
Y DESCONOCÍA SU PARADERO, LA AUTORIDAD 
FISCAL, PREVIO A PROCEDER A LA NOTIFICACIÓN 
POR ESTRADOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 134, 
FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO EN CITA, DEBÍA 
ENTREGAR UN CITATORIO VÍA BUZÓN TRIBUTARIO, 
CUANDO EL CONTRIBUYENTE ACREDITARA 
TENERLO HABILITADO35. 

En los casos de notificación personal a que se refería 
el artículo 137 del CFF, vigente en 2017 y 2019, la 
manifestación del tercero con quien se entendía la diligencia 
en el sentido de que la persona buscada no habitaba en 
el domicilio señalado para tal efecto y se desconocía su 
paradero, no facultaba a la autoridad hacendaria a notificar 
de inmediato por estrados el acto o resolución de que se 
tratara, sino que debía agotar la formalidad de entregar 
el citatorio previo a que hacía referencia el numeral 137, 
vía buzón tributario, en los casos en que el contribuyente 
lo tuviera habilitado, al haber dado de alta ante el SAT 
sus medios electrónicos para ser contactado, y sólo de no 
ser así, proceder a efectuar la notificación por estrados, 
al haberse actualizado el supuesto de "oposición a la 
diligencia" previsto en la fracción III del artículo 134 del 
código en cita, en concordancia con la Regla 2.2.7 de las 
RMF para los años 2017 y 2019.

• FE PÚBLICA DE LOS NOTARIOS. NO 
CONVALIDA LAS AFIRMACIONES INCONGRUENTES 
O CONTRADICTORIAS EN QUE INCURRAN 
AL ASENTAR UNA CERTIFICACIÓN EN UN 
DOCUMENTO PRIVADO, A EFECTO DE DOTARLO 
DE FECHA CIERTA36. 

La fe pública de la que están investidos los notarios no 
convalida las afirmaciones incongruentes o contradictorias 
en que incurran al asentar una certificación en un 
documento privado, a efecto de dotarlo de fecha cierta.

• COMPENSACIÓN. EL ARTÍCULO 23, 
PÁRRAFOS SEXTO A DÉCIMO OCTAVO, DEL CFF, 
NO VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD37. 

El artículo 23, párrafos sexto a décimo octavo, del CFF, no 
establece un sistema de "compensación universal" ni genera 
un trato diferenciado injustificado entre contribuyentes 
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• ISR. PARA ACREDITAR EN EL AMPARO 
INDIRECTO LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 39, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, DEBE 
OFRECERSE LA PERICIAL CONTABLE JUNTO CON 
LA DECLARACIÓN DE PAGO40. 

Para acreditar el acto de aplicación del último párrafo del 
artículo 39 de la LISR, cuando la quejosa pretende acogerse 
a las jurisprudencias 2a./J. 184/2016 (10a.) y 2a./J. 185/2016 
(10a.), es necesario ofrecer la pericial contable junto con la 
declaración de pago, al ser el medio idóneo para acreditar 
que se actualiza la prohibición declarada inconstitucional 
por la SCJN.

• PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL. SE 
INTERRUMPE CON LA INTERPOSICIÓN DE MEDIOS 
DE DEFENSA CON LOS QUE SE RECONOCE EXPRESA 
O TÁCITAMENTE LA EXISTENCIA DEL CRÉDITO41. 

El CFF señala que el plazo de la prescripción de un crédito 
fiscal se interrumpe cuando la persona contribuyente reconoce 
expresa o tácitamente su existencia. Eso ocurre en cada ocasión 
en la que la persona interpone medios de defensa en contra del 
crédito o su ejecución, de los que se desprenda que reconoce 
expresa o tácitamente la existencia del crédito. Así, la norma 
respeta el principio de seguridad jurídica porque permite a las 
personas saber que el reconocimiento de la existencia del crédito 
interrumpe su prescripción, sin que se requiera la previsión de 
un catálogo de supuestos para ello. Dicha interrupción puede 
darse tantas veces como la persona acuda a medios de defensa 
en contra del crédito o actos derivados de este si en los medios 
de defensa expresa que conoce el crédito o pueda deducirse 
que lo conoce.

• FACTURAS. CON INDEPENDENCIA DE 
SU MÉTODO DE CREACIÓN, SI SON OBJETADAS, 
CORRESPONDE A CADA PARTE PROBAR LOS 
HECHOS DE SUS PRETENSIONES42. 

Si las facturas, con independencia de su método de creación 
son objetadas, corresponde a cada parte probar los hechos 
de sus pretensiones.

• NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 69-B, PÁRRAFO CUARTO, 
DEL CFF. ES VÁLIDA SI SE REALIZA DE MANERA 
PERSONAL A LA PERSONA CONTRIBUYENTE QUE 
NO TENGA HABILITADO SU BUZÓN TRIBUTARIO43. 

Es válida la notificación personal de la resolución que pone 
fin al procedimiento previsto en el artículo 69-B del CFF, 
cuando el buzón tributario no esté habilitado por la persona 
contribuyente.

• DEVOLUCIÓN AUTOMÁTICA DE SALDO 
A FAVOR DEL ISR. LA AUTORIDAD FISCAL 
NO ESTÁ OBLIGADA A VERIFICAR QUE EL 
CONTRIBUYENTE ES EL TITULAR DE LA CUENTA 
CLABE PROPORCIONADA EN LA DECLARACIÓN44. 

Ante una solicitud de devolución automática de saldo a 
favor por concepto del ISR, la autoridad fiscal no tiene la 
obligación de verificar que el contribuyente sea el titular de 
la cuenta CLABE proporcionada en la declaración, previo 
a realizar la transferencia.

• DEMANDA DE AMPARO DIRECTO 
PRESENTADA A TRAVÉS DEL TRIBUNAL 
ELECTRÓNICO PARA LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
(TEJA) DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO DE MÉXICO SIN FIRMA ELECTRÓNICA. 
CUMPLE CON EL PRINCIPIO DE INSTANCIA DE 
PARTE AGRAVIADA45. 

La demanda de amparo directo presentada a través del 
TEJA sin firma electrónica, cumple con el principio de 
instancia de parte agraviada que rige en el juicio de amparo.

56  DEFENSA FISCAL



• FACTURAS. CON INDEPENDENCIA DE 
SU MÉTODO DE CREACIÓN, SI SON OBJETADAS, 
CORRESPONDE A CADA PARTE PROBAR LOS 
HECHOS DE SUS PRETENSIONES46. 

Si las facturas, con independencia de su método de 
creación, son objetadas, corresponde a cada parte probar 
los hechos de sus pretensiones.

• HERMENÉUTICA JURÍDICA. LAS PERSONAS 
JUZGADORAS PUEDEN UTILIZARLA PARA 
DESENTRAÑAR EL SENTIDO Y ALCANCE DE UN 
SUPUESTO NORMATIVO ESPECÍFICO, CUANDO 
NO SEA POSIBLE A TRAVÉS DE LA EXPOSICIÓN DE 
MOTIVOS47. 

Las personas juzgadoras pueden acudir a la hermenéutica 
jurídica a fin de desentrañar el sentido y alcance de un 
supuesto normativo específico, cuando no sea posible a 
través de la exposición de motivos.

• PRESCRIPCIÓN DE LA SOLICITUD DE 
DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR. EN EL CÓMPUTO 
POR AÑOS PARA QUE OPERE DEBE EXCLUIRSE EL 
PERIODO GENERAL DE VACACIONES DEL SAT 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2022)48. 

El periodo general de vacaciones del SAT debe excluirse 
del cómputo por años para que opere la prescripción de 
la solicitud de devolución de saldo a favor.

• JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. PROCEDE CONTRA EL ACUSE DE 
RESPUESTA POR LA QUE LA AUTORIDAD FISCAL 
INFORMA AL CONTRIBUYENTE QUE NO CUMPLE 
LOS REQUISITOS DEL ARTÍCULO 27 DEL CFF, PARA 
PRESENTAR EL AVISO DE CANCELACIÓN EN EL 
REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES (RFC) 
POR FUSIÓN DE SOCIEDADES49. 

El juicio contencioso administrativo federal procede en 
términos de la fracción V del artículo 3 mencionado, contra 
el acuse de respuesta en la que la autoridad fiscal informa al 
contribuyente que no cumple los requisitos para presentar 
el aviso de cancelación en el RFC por fusión de sociedades.

• REVISIÓN DE GABINETE. SI SE ESTIMAN 
ILEGALES LOS REQUISITOS EXIGIDOS EN EL 
REQUERIMIENTO INICIAL PARA LA EXHIBICIÓN 
DE LA INFORMACIÓN, SE ACTUALIZA LA HIPÓTESIS 
DEL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO (LFPCA)50.
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 Cuando la autoridad fiscal incurre en una conducta 
irregular al exigir, en el oficio de requerimiento de 
información y documentación con el cual inicia la revisión 
de gabinete, la exhibición de información con ciertos 
requisitos formales, se actualiza, por analogía, el vicio en 
términos de la fracción III del artículo 51 de la LFPCA.

• RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 175, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CFF. 
AL PREVER QUE EN EL MISMO ESCRITO EN QUE SE 
HAGA VALER SE DESIGNE AL PERITO RESPECTIVO, 
NO TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA51. 

El artículo 175, párrafo segundo, del CFF no viola el 
derecho de audiencia, pues otorga la oportunidad de 
designar al perito correspondiente al momento de hacer 
valer el recurso de revocación contra el avalúo efectuado 
por la autoridad sobre bienes embargados.

• RENTA. EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN X, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE 
LOS REQUISITOS PARA QUE SEA PROCEDENTE 
LA DEDUCCIÓN POR ASISTENCIA TÉCNICA, 
TRANSFERENCIA DE TECNOLOGÍA O REGALÍAS, 
NO VIOLA EL DERECHO AL MÍNIMO VITAL52. 

El artículo 27, fracción X, de la LISR no viola el derecho 
al mínimo vital.

• RECURSO DE REVOCACIÓN EN MATERIA 
FISCAL FEDERAL. PROCEDE DAR A CONOCER 
EL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO Y SU 
NOTIFICACIÓN, CUANDO EL CONTRIBUYENTE 
MANIFIESTE DESCONOCERLO53. 

Cuando el contribuyente interpone el recurso de revocación 
en materia fiscal federal y manifiesta desconocer el acto 
administrativo impugnado, la autoridad debe hacerlo de 
su conocimiento, así como su notificación.

• BLOQUEO DE CUENTAS BANCARIAS. PARA 
CUMPLIR CON LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 46/2018 
(10a.) ES NECESARIA UNA PETICIÓN EXPRESA DE 
LA AUTORIDAD EXTRANJERA A LA UNIDAD DE 
INTELIGENCIA FINANCIERA (UIF) DE LA SHCP54. 

Sí es necesaria una petición expresa de la autoridad 
extranjera para tener por satisfecho el requisito a que 
se refiere la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), de la 
SCJN, entendida como la comunicación que dirija a 
la UIF de la SHCP, en la cual manifieste su interés de 
lograr el aseguramiento de cuentas bancarias y solicite su 
cooperación.

58  DEFENSA FISCAL



• REQUERIMIENTOS A LA COMISIÓN 
NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV) 
PARA CONOCER LA INFORMACIÓN BANCARIA 
DEL CONTRIBUYENTE. PUEDEN IMPUGNARSE 
COMO PARTE DE LOS VICIOS DEL PROCEDIMIENTO 
DE FISCALIZACIÓN, CUANDO SE DEMANDE LA 
NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE 
DEL CRÉDITO FISCAL55. 

Los requerimientos de información formulados a la 
CNBV en un procedimiento de fiscalización para 
obtener información bancaria del contribuyente, sí 
pueden impugnarse como vicios cometidos dentro del 
procedimiento al demandar la nulidad de la resolución 
determinante del crédito fiscal, en los casos en que 
esa información haya sustentado la resolución, y el 
contribuyente estime que las ilegalidades atribuidas a 
dichos actos afectaron sus defensas y trascendieron al 
sentido de la resolución.

• PRESUNCIÓN DE TRANSMISIÓN INDEBIDA 
DEL DERECHO A DISMINUIR PÉRDIDAS FISCALES. 
EL ARTÍCULO 69-B BIS DEL CFF, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY56. 

El artículo 69-B Bis del CFF, no viola el principio de 
irretroactividad de la ley.

• INTERÉS FISCAL. EL ARTÍCULO 141, 
FRACCIÓN VI, DEL CFF, AL ESTABLECER QUE 
LOS CONTRIBUYENTES PODRÁN GARANTIZARLO 
CON TÍTULOS VALOR SÓLO EN CASO DE QUE SE 
DEMUESTRE IMPOSIBILIDAD DE GARANTIZAR LA 
TOTALIDAD DEL CRÉDITO MEDIANTE LAS OTRAS 
FORMAS PREVISTAS EN EL MISMO NUMERAL, 
RESPETA EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD 
LEGISLATIVA57. 

El artículo 141, fracción VI, del CFF es acorde al principio 
de razonabilidad legislativa porque la medida implementada 
tiene un fin constitucionalmente válido, es idónea para 
alcanzar la finalidad buscada por el legislador y no afecta 
desproporcionalmente otros bienes constitucionales.

• ACUERDOS CONCLUSIVOS EN MATERIA 
TRIBUTARIA. LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 
OCTAVO DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
DEL CFF, CONTENIDAS EN EL DECRETO QUE 
LO REFORMA, PUBLICADO EN EL DOF EL 
12 DE NOVIEMBRE DE 2021, AL SUJETAR LOS 
PROCEDIMIENTOS RELATIVOS EN TRÁMITE A 
UN PLAZO DE 12 MESES PARA SU CONCLUSIÓN, 

SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD, POR 
LO QUE NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2022)58.

 La fracción III del Artículo Octavo de las disposiciones 
transitorias del CFF, contenidas en el decreto que lo 
reforma, publicado en el DOF el 12 de noviembre de 
2021, al prever que los acuerdos conclusivos que se hayan 
solicitado antes del 1 de enero de 2022 y que, a la fecha de 
entrada en vigor del decreto respectivo, se encuentren en 
trámite ante la PRODECON, deberán concluirse en un 
plazo que no excederá de 12 meses a partir de esa entrada 
en vigor, no transgrede el derecho de acceso a la justicia.

• ANAM. SU REGLAMENTO INTERIOR 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN 
JERÁRQUICA59. 

El Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Aduanas 
de México no viola el principio de subordinación jerárquica.
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• FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE 
LAS AUTORIDADES FISCALES. EL ARTÍCULO 
48 DEL CFF, AL ADMITIR LA POSIBILIDAD DE 
SOLICITAR EN MÁS DE UNA OCASIÓN INFORMES, 
DATOS O DOCUMENTOS, O LA PRESENTACIÓN 
DE LA CONTABILIDAD O PARTE DE ELLA PARA 
EL EJERCICIO DE AQUÉLLAS FUERA DE UNA 
VISITA DOMICILIARIA, NO TRANSGREDE LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2016)60. 

El artículo 48 del CFF, respeta los principios de 
legalidad y de seguridad jurídica al admitir la posibilidad 
de que en más de una ocasión la autoridad hacendaria 
solicite informes, datos o documentos, o la presentación 
de la contabilidad o parte de ella para el ejercicio 
de facultades de comprobación fuera de una visita 
domiciliaria.

• A M PA R O  A D H E S I V O .  A N Á L I S I S 
PRIORITARIO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
QUE DETERMINEN EL ESTUDIO DE FONDO61. 

El examen de los conceptos de violación planteados en 
el amparo adhesivo es prioritario cuando ello determina 
si debe analizarse el fondo de la acción ejercida en el 
juicio de origen.

• A M PA R O  A D H E S I V O .  A N Á L I S I S 
PRIORITARIO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
QUE DETERMINEN EL ESTUDIO DE FONDO62. 

El examen de los conceptos de violación planteados en 
el amparo adhesivo es prioritario cuando ello determina 
si debe analizarse el fondo de la acción ejercida en el 
juicio de origen.

• A M PA R O  A D H E S I V O .  T I E N E  L A 
FINALIDAD DE CONSERVAR LO RESUELTO, AUN 
POR RAZONES DIVERSAS A LAS SUSTENTADAS EN 
LA RESOLUCIÓN RECLAMADA63. 

La finalidad del amparo adhesivo es que prevalezca 
el sentido de la resolución que favorece a la parte 
tercera interesada, de ahí que los conceptos de 
violación deben fortalecer las consideraciones de la 
resolución reclamada; exponer las razones por las que 
debe prevalecer lo decidido, aun por causas distintas 
a las consideradas por la autoridad responsable; o 
bien, hacer valer violaciones procesales que podrían 
trascender en su perjuicio de concederse el amparo a 
la quejosa en el juicio principal.

• INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE 
SENTENCIA. PARA SU PROCEDENCIA ES NECESARIO 
UN PRONUNCIAMIENTO DEL ÓRGANO DE 
AMPARO EN EL SENTIDO DE QUE NO FUE POSIBLE 
LOGRAR EL CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA64. 

Para la procedencia del incidente de inejecución de 
sentencia es necesario un pronunciamiento del tribunal 
de amparo en el sentido de que no fue posible lograr el 
cumplimiento de la ejecutoria.

• ACTA FINAL DE VISITA DOMICILIARIA. 
LA LEVANTADA PORQUE EL CONTRIBUYENTE 
CORRIGIÓ SU SITUACIÓN FISCAL CONSTITUYE 
UNA "RESOLUCIÓN FAVORABLE AL PARTICULAR" 
PARA EFECTOS DE SU IMPUGNACIÓN MEDIANTE 
EL JUICIO DE LESIVIDAD65. 

El acta final de visita domiciliaria levantada porque el 
contribuyente corrigió su situación fiscal constituye una 
"resolución favorable al particular" impugnable mediante 
el juicio de lesividad.
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ILEGALIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS
DE EJECUCIÓN, REQUERIMIENTOS DE PAGO 
Y ACTAS DE EMBARGO, POR INSUFICIENTE 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.

A l respecto, resulta de vital importancia destacar que toda autoridad 
debe fundamentar cabalmente su competencia en el propio acto admi-
nistrativo que afecta la esfera jurídica de los gobernados, es decir, que 

debe citar con exactitud tanto los preceptos jurídicos que la crean, en su 
caso, también la que la establezcan, así como las disposiciones jurídicas que 
le otorguen facultades para emitir el acto, señalando con toda precisión los 
artículos, así como las respectivas, fracciones, incisos y subincisos, inclusive, 
transcribir el párrafo o párrafos que prevea la facultad que ejerce cuando 
la norma jurídica sea “compleja”, en virtud de que se debe atender al valor 
jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad 
de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las 
autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar 
la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos 
legales necesarios, en términos del artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

Ello es así, ya que la competencia de las autoridades es uno de los 
elementos esenciales del acto administrativo, y entre sus características 
destacan los siguientes elementos, sin los cuales no puede producir efectos 
jurídicos sus actuaciones, a saber: a) Requiere siempre de un texto expreso 
para poder existir; b) Su ejercicio es obligatorio para el órgano al cual se 
atribuye y; c) Participa de la misma naturaleza de los actos jurídicos y 
abstractos, en el sentido de que al ser creada la esfera de competencia, se 
refiere a un número indeterminado o indeterminable de casos y su ejercicio 
es permanente porque no se extingue en cada hipótesis.
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Ahora bien, estas características encuentran su fundamento en el principio de legalidad, según el cual, las 
autoridades del Estado sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la forma y términos que la misma determina, 
de tal manera que esta garantía concierne a la competencia del órgano del Estado como la suma de facultades que 
la ley le da para ejercer ciertas atribuciones.

Resulta aplicable al caso concreto la Tesis de 
Jurisprudencia en Materia Administrativa número 2a./J. 
57/2001, emitida por la Segunda Sala, por contradicción 
de tesis entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito 
y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia 
Administrativa, ambos del Primer Circuito, consultable 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo XIV, Noviembre de 2001, Novena Época, página 
31. Que establece: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO 
ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE 
MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON 
PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 
OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, 
EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, 
INCISO Y SUBINCISO.”

Así como la Tesis de Jurisprudencia número P./J. 
10/94, emitida por el Pleno, por contradicción de tesis 
entre las sustentadas por Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal 
(en la actualidad Primero) Colegiado del Décimo Tercer 
Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la 
Federación, Núm. 77, Mayo de 1994, Octava Época, 
página 12. Que a letra reza: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN 
ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE 
AUTORIDAD.” 

           Una vez precisado lo anterior, esta parte 
actora sostiene que resulta ilegal el oficio de mérito, ya 
que deliberadamente la autoridad actuó excediendo sus 
facultades comprobatorias.

 En el acto en comentó emitido por la demandada, 
citó los fundamentos siguientes:
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 De la imagen inserta se desprende que la 
autoridad demandada solicitó a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores la inmovilización de las cuentas 
bancarias de mi representada en virtud de que la 
contribuyente hasta la fecha supuestamente no ha dado 
cumplimiento a la obligación de pago de importe de una 
multa firme y que no han sido garantizados, señalando 
como fundamento el numeral 156-Bis del Código 
Fiscal de la Federación, precepto legal que señala lo 
siguiente:

 “Artículo 156-Bis. La autoridad fiscal 
procederá a la inmovilización de depósitos bancarios, 
seguros o cualquier otro depósito en moneda nacional 
o extranjera que se realice en cualquier tipo de 
cuenta que tenga a su nombre el contribuyente en 
las entidades financieras o sociedades cooperativas 
de ahorro y préstamo, o de inversiones y valores, a 
excepción de los depósitos que una persona tenga 
en su cuenta individual de ahorro para el retiro, 
incluidas las aportaciones voluntarias que se hayan 
realizado hasta por el monto de las aportaciones 
efectuadas conforme a la Ley de la materia, de 
acuerdo con lo siguiente:

 I. Cuando los créditos fiscales se encuentren 
firmes.

  II. Tratándose de créditos fiscales que se 
encuentren impugnados y no estén debidamente 
garantizados, procederá la inmovilización en los 
siguientes supuestos:

 a) Cuando el contribuyente no se encuentre 
localizado en su domicilio o desocupe el local 
donde tenga su domicilio fiscal sin presentar el 
aviso de cambio de domicilio al registro federal de 
contribuyentes.

 b) Cuando no esté debidamente asegurado el 
interés fiscal por resultar insuficiente la garantía 
ofrecida.

 c) Cuando la garantía ofrecida sea insuficiente 
y el contribuyente no haya efectuado la ampliación 
requerida por la autoridad.

 d) Cuando se hubiera realizado el embargo de 
bienes cuyo valor sea insuficiente para satisfacer el 
interés fiscal o se desconozca el valor de éstos.
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 Sólo procederá la inmovilización hasta por 
el importe del crédito fiscal y sus accesorios o, en 
su caso, hasta por el importe en que la garantía 
que haya ofrecido el contribuyente no alcance a 
cubrir los mismos a la fecha en que se lleve a cabo 
la inmovilización. Lo anterior, siempre y cuando, 
previo al embargo, la autoridad fiscal cuente con 
información de las cuentas y los saldos que existan 
en las mismas. 

 La autoridad fiscal ordenará mediante oficio 
dirigido a la unidad administrativa competente de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de la 
Comisión Nacional de Seguros y Fianzas o de la 
Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el 
Retiro, según proceda, o bien a la entidad financiera 
o sociedad cooperativa de ahorro y préstamo a la 
que corresponda la cuenta, a efecto de que éstas 
últimas realicen la inmovilización y conserven los 
fondos depositados. Para efectos de lo anterior, la 
inmovilización deberán realizarla a más tardar al 
tercer día siguiente a aquel en que les fue notificado 
el oficio de la autoridad fiscal. 

 Las entidades financieras o sociedades de 
ahorro y préstamo o de inversiones y valores que 
hayan ejecutado la inmovilización de los depósitos 
o seguros en una o más cuentas del contribuyente, 
deberán informar del cumplimiento de dicha medida 
a la autoridad fiscal que la ordenó, a más tardar 
al tercer día siguiente a la fecha en que se ejecutó, 
señalando el número de las cuentas, así como el 
importe total que fue inmovilizado. La autoridad 
fiscal notificará al contribuyente sobre dicha 
inmovilización, a más tardar al tercer día siguiente 
a aquél en que le hubieren comunicado ésta.

 En los casos en que el contribuyente, la entidad 
financiera, sociedades de ahorro y préstamo o de 
inversiones y valores, haga del conocimiento de la 
autoridad fiscal que la inmovilización se realizó en 
una o más cuentas del contribuyente por un importe 
mayor al señalado en el segundo párrafo de este 
artículo, ésta deberá ordenar a más tardar dentro de 
los tres días siguientes a aquél en que hubiere tenido 
conocimiento de la inmovilización en exceso, que se 
libere la cantidad correspondiente. Dichas entidades 
o sociedades cooperativas de ahorro y préstamo o de 
inversiones y valores, deberán liberar los recursos 
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La autoridad tendrá la obligación de comunicar 
a la entidad financiera o la sociedad cooperativa 
de ahorro y préstamo el sentido de la resolución, 
enviándole copia de la misma, dentro del plazo de 
cinco días siguientes a aquél en que haya notificado 
dicha resolución al contribuyente, si no lo hace 
durante el plazo señalado, la entidad o sociedad de 
que se trate levantará la inmovilización de la cuenta. 

 En ningún caso procederá la inmovilización de 
los depósitos o seguros, por un monto mayor al del 
crédito fiscal actualizado, junto con sus accesorios 
legales, ya sea que el embargo se trabe sobre una 
sola cuenta o en más de una. Lo anterior, siempre 
y cuando, previo al embargo, la autoridad fiscal 
cuente con información de las cuentas y los saldos 
que existan en las mismas.”

 Ahora bien, del precepto legal se desprende 
que la autoridad fiscal procederá a la inmovilización de 
depósitos bancarios, seguros o cualquier otro depósito en 
moneda nacional o extranjera que se realice en cualquier 
tipo de cuenta que tenga a su nombre el contribuyente 
en las entidades financieras o sociedades cooperativas 
de ahorro y préstamo, o de inversiones y valores, a 
excepción de los depósitos que una persona tenga en su 
cuenta individual de ahorro para el retiro, incluidas las 
aportaciones voluntarias que se hayan realizado hasta 
por el monto de las aportaciones efectuadas conforme 
a la Ley de la materia, de acuerdo con lo siguiente: 

inmovilizados en exceso, a más tardar al tercer día 
siguiente a aquél en que surta efectos la notificación 
del oficio de la autoridad fiscal.

 En caso de que en las cuentas a que se refiere 
el primer párrafo del presente artículo, no existan 
recursos suficientes para garantizar el crédito fiscal 
y sus accesorios, la entidad financiera o la sociedad 
cooperativa de ahorro y préstamo de que se trate, 
deberá efectuar una búsqueda en su base de datos, 
a efecto de determinar si el contribuyente tiene otras 
cuentas con recursos suficientes para tal efecto. De ser 
el caso, la entidad o sociedad procederá a inmovilizar 
a más tardar dentro de los tres días siguientes a aquél 
en que se les ordene la inmovilización y conservar los 
recursos depositados hasta por el monto del crédito 
fiscal. En caso de que se actualice este supuesto, la 
entidad o sociedad correspondiente deberá notificarlo 
a la autoridad fiscal, dentro del plazo de tres días 
contados a partir de la fecha de inmovilización, a 
fin de que dicha autoridad realice la notificación 
que proceda conforme al párrafo anterior. 

 La entidad financiera o la sociedad cooperativa 
de ahorro y préstamo deberá informar a la autoridad 
fiscal a que se refiere el primer párrafo de este artículo, 
el incremento de los depósitos por los intereses que se 
generen, en el mismo período y frecuencia con que lo 
haga al cuentahabiente. 

 Los fondos de la cuenta del contribuyente 
únicamente podrán transferirse cuando el crédito 
fiscal relacionado, incluyendo sus accesorios quede 
firme, y hasta por el importe que resulte suficiente 
para cubrirlo a la fecha en que se realice la 
transferencia.

  En los casos en que el crédito fiscal incluyendo 
sus accesorios, aún no quede firme, el contribuyente 
titular de las cuentas inmovilizadas podrá, de 
acuerdo con el artículo 141 de este Código, ofrecer 
una garantía que comprenda el importe del crédito 
fiscal, incluyendo sus accesorios a la fecha de 
ofrecimiento. La autoridad deberá resolver y notificar 
al contribuyente sobre la admisión o rechazo de la 
garantía ofrecida, o el requerimiento de requisitos 
adicionales, dentro de un plazo máximo de cinco 
días siguientes a la presentación de la garantía. 
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I.   Cuando los créditos fiscales se encuentren firmes. 

II. Tratándose de créditos fiscales que se encuentren 
impugnados y no estén debidamente garantizados, 
procederá la inmovilización en los siguientes supuestos: 

a) Cuando el contribuyente no se encuentre 
localizado en su domicilio o desocupe el local 
donde tenga su domicilio fiscal sin presentar el 
aviso de cambio de domicilio al registro federal 
de contribuyentes. 

b) Cuando no esté debidamente asegurado el 
interés fiscal por resultar insuficiente la garantía 
ofrecida. 

c) Cuando la garantía ofrecida sea insuficiente y 
el contribuyente no haya efectuado la ampliación 
requerida por la autoridad. 

d) Cuando se hubiera realizado el embargo de 
bienes cuyo valor sea insuficiente para satisfacer 
el interés fiscal o se desconozca el valor de éstos.

 No obstante, el acto impugnado solo se 
fundamenta y motiva de manera genérica el ordinal 156-
Bis del ordenamiento legal en cita, empero la fiscalizadora 
OMITIÓ señalar la fracción y, en su caso, el inciso 
aplicable de dicho artículo en que la autoridad ubicó al 
acto siguiendo las líneas argumentativas de las siguientes 
Tesis de Jurisprudencia, saber:

• Tesis de Jurisprudencia número 2a./J. 79/2013 
(10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, 
Agosto de 2013, Tomo 2, Décima Época, página 901 

“INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS 
BANCARIAS. LA ORDEN RELATIVA 
EMITIDA POR LA  AUTORIDAD 
FISCAL DEBE ESTAR FUNDADA Y 
MOTIVADA, AUNQUE SE DIRIJA A UNA 
INSTITUCIÓN FINANCIERA Y NO AL 
CONTRIBUYENTE” 

• Tesis de Jurisprudencia con clave: VII-P-
1aS-1396 

“INMOVILIZACIÓN DE DEPÓSITOS 
BANCARIOS. EL OFICIO A TRAVÉS 
D E L  C U A L  S E  O R D E N A  D E B E 
SATISFACER LOS REQUISITOS DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.”

• Tesis con clave: V-TASR-XII-II-1260 

“INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS 
BANCARIAS. LA COMUNICACIÓN QUE 
REALIZA LA AUTORIDAD FISCAL A LA 
INSTITUCIÓN BANCARIA PARA TAL 
EFECTO, CONSTITUYE UN ACTO DE 
AUTORIDAD QUE DEBE SER DICTADO 
DE MANERA FUNDADA Y MOTIVADA.”

 En ese sentido, el artículo 156-Bis, del CFF, 
prevé el procedimiento que debe observar la autoridad 
fiscal para la inmovilización de depósitos bancarios, 
seguros o cualquier otro depósito en moneda nacional 
o extranjera que se realice en cualquier tipo de cuenta 
que tenga a su nombre el contribuyente en las entidades 
financieras o sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo, o de inversiones y valores (con la salvedad que 
la ley establece); numeral del que se advierte que dicho 
procedimiento inicia con el oficio dirigido a la unidad 
administrativa competente de la CNBV, de la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas o de la Comisión Nacional 
del Sistema de Ahorro para el Retiro, según proceda, o 
bien a la entidad financiera o sociedad cooperativa de 
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ahorro y préstamo a la que corresponda la cuenta, a 
efecto de que estas últimas realicen la inmovilización y 
conserven los fondos.

Por otro lado, si bien la orden de inmovilización está 
dirigida a una institución financiera y la autoridad fiscal 
no tiene la obligación de notificarla en ese momento 
al contribuyente titular de las cuentas bancarias, tal 
circunstancia no determina una excepción a la 
obligación de dicha autoridad de fundar y motivar 
sus actuaciones, en términos de lo previsto en el 
primer párrafo, del ordinal 16 Constitucional, 
que no contiene excepción alguna por razón del 
individuo a quien se dirige el acto autoritario; en 
consecuencia, el oficio a través del cual se ordena 
realizar la inmovilización, debe cumplir con los 
aludidos requisitos, puesto que una vez que se ejecute 
dicha medida y la autoridad fiscal notifique al contribuyente 
sobre la misma, este podrá combatir los fundamentos y 
motivos de la multicitada inmovilización.

Ya que si se sostuviera lo contrario, se dejaría al afectado 
en estado de indefensión, al no conocer el apoyo que faculte 
a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo 
emita, es evidente que no se le otorgaría al contribuyente la 
oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no 
dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme 
o no a la Carta Magna o a la ley y si está correctamente 
motivado; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, 
además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde 
la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que 
su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo 
o decreto que invoque. 

En este sentido, se colige que como la competencia 
y la motivación de la autoridad es un requisito esencial 
para la validez jurídica del acto, si éste es emitido por 
una autoridad cuyas facultades no encuadran en 
las hipótesis previstas en las normas que fundaron 
su decisión, es claro que no puede producir ningún 
efecto jurídico respecto de aquellos individuos contra 
quienes se dicte, quedando en situación como si el acto 
nunca hubiera existido.

Resulta aplicable en lo conducente, mutatis mutandis, 
la jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
de la Séptima Época, visible en el Semanario Judicial de 
la Federación, página 280; cuyo rubro y texto, establecen: 
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“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto 
o diligencia de la autoridad está viciado y resulta 
inconstitucional, todos los actos derivados de él, 
o que se apoyen en él, o que en alguna forma 
estén condicionados por él, resultan también 
inconstitucionales por su origen, y los tribunales 
no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por 
una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos 
serían aprovechables por quienes las realizan y, por 
otra parte, los tribunales se harían en alguna forma 
partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales 
actos valor legal.”

 Por consecuencia, lo procedente será declarar 
su NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución 
que se impugna, de conformidad con lo dispuesto por 
los artículos 51, fracción II y 52, fracción II, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
por la insuficiente fundamentación y motivación ya que 
deliberadamente la autoridad actuó excediendo sus 
facultades comprobatorias en el aludido acto administrativo 
por una cita genérica para justificar su competencia material 
según los términos expuestos, dictándose contravención a 
los principios de certeza y seguridad jurídica.

 Robustece lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia 
en Materia Administrativa número 2a./J. 99/2007, emitida 
por la Segunda Sala, por contradicción de tesis entre 
las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Junio de 2007, Novena 
Época, página 287. Que aduce: 

“ N U L I D A D .  L A  D E C R E T A D A 
P O R  I N S U F I C I E N C I A  E N  L A 
F U N D A M E N T A C I Ó N  D E  L A 
COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y 
LLANA.”

 Así como la Tesis de Jurisprudencia número 1a./J. 
139/2012 (10a.), emitida por la Primera Sala, consultable en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 
XVI, Enero de 2013, Tomo 1, Décima Época, página 437. 
Que establece: 

“SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA 
TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE.”
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E n los últimos años el tema de acreditación de la materialidad de las 
operaciones se ha convertido en un viacrucis para los contribuyentes; 
Las exigencias y requerimientos de las autoridades fiscalizadoras para 

acreditar dicha materialidad se vuelve extremosa y en ocasiones imposible 
de probar si tomamos en cuenta el hecho de que, al realizar la valoración 
del caudal probatorio aportado, se realiza una valoración aislada y no en 
forma integral y correlacionada.

En tal sentido, serán los estándares probatorios los que permitirán 
al operador jurídico determinar si el cúmulo de pruebas aportadas son 
suficientes para probar determinado hecho, o desvirtuar determinada 
presunción.

Al respecto,  (García, 2008) sostiene que el “Estándar Probatorio es una 
herramienta para la distribución de los errores judiciales previsibles asociados a 
las modalidades que pueda adoptar en la decisión de que se trate”.

Por su parte, (Beltrán, 2022) señala que “un estándar de prueba es una 
regla jurídica que establece cuál es el umbral de exigencia probatoria para 
poder considerar como probada una hipótesis para ese tipo de decisión en ese 
tipo de procedimiento”.

Cobra relevancia la ausencia de estándares probatorios en el 
Procedimiento Contencioso Administrativo, como sí pudiéramos 
encontrarlos en otras materias.
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Ferrer Beltrán refiere que en “en materia civil el 
estándar prevaleciente es el de la mayor probabilidad (more 
likely than not), en materia penal prima el estándar de la 
convicción “mas allá de toda duda razonable” (beyond 
any reasonable doubt)”; sin embargo, en materia fiscal no 
existe un estándar mínimo, medio o máximo de prueba, 
y mucho menos la definición de reglas de aplicación 
claras para en qué casos el estándar probatorio será 
mínimo, medio o máximo, dejando al libre criterio de los 
juzgadores establecer cuando será suficiente el caudal 
probatorio aportado para desvirtuar determinado hecho.

Debe precisarse que el estándar probatorio no 
debe en ningún modo confundirse con el sistema de 
apreciación de las pruebas, el cuál sí se encuentra previsto 
por la propia Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, mismo que adopta un sistema mixto, al 
cual se hace referencia en el precedente VIII-P-2aS-9, 
bajo el rubro “PRUEBAS, VALORACIÓN EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”; sin 
embargo, no basta con que la legislación contenga un 
sistema de valoración de pruebas, sino que es necesario 
además, que se establezcan estándares probatorios 
que permitan tanto al operador jurídico como a los 
propios contribuyentes, conocer el umbral de exigencia 
probatoria para poder considerar como probada una 
hipótesis o desvirtuado un hecho, ello en aras del debido 
proceso.

No obstante lo anterior, serán los criterios y 
jurisprudencias emitidas por el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, así como del Poder Judicial de 
la Federación, los que arrojarán algo de luz sobre los 
estándares de prueba que deberá prevalecer en cada caso, 
tal y como se observa en la tesis aislada I.18o.A.12 K 
(10a.), donde el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en 
materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el 
Amparo Directo 497/2015, realiza el análisis del artículo 
2, apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, fijando el criterio 
siguiente:

PERSONAS EN SITUACIÓN VULNERABLE. 
ESTÁNDAR PROBATORIO QUE DEBE 
OBSERVARSE EN LOS JUICIOS DONDE 
INTERVENGAN, PARA GARANTIZAR SU 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA Y EL 
EQUILIBRIO PROCESAL ENTRE LAS PARTES.

El artículo 2o., apartado A, fracción VIII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece protecciones jurídicas 
especiales a favor de las personas en situación 
vulnerable, con el objeto de facilitarles el acceso 
a la justicia y evitar colocarlas en estado de 
indefensión. Así, para atender a lo previsto en 
ese precepto constitucional, en los juicios donde 
intervenga como parte alguna persona con esa 
condición, como una medida de protección 
especial para superar la situación de desventaja 
y lograr un equilibrio procesal, el juzgador 
debe flexibilizar las formalidades en materia 
probatoria. Esto se traduce en no exigir de aquélla 
el cumplimiento de cargas procesales irracionales 
o desproporcionadas, de acuerdo con la situación 
de desventaja social y económica que le aqueja, 
tanto para mitigar o superar los obstáculos y 
dificultades que tengan los medios de convicción, 
como para establecer para el caso un estándar 
probatorio mínimo, ante la dificultad de acceder 
a pruebas de difícil o complicada preparación y 
desahogo o con exigencias técnicas específicas, sin 
condicionar su eficacia a los formalismos legales 
ordinarios, a fin de garantizar de manera efectiva 
el derecho de acceso a la justicia de las personas 
en situación vulnerable.

Como se observa, en el caso de personas vulnerables 
existe una definición clara en el sentido de que el 
estándar probatorio será mínimo o reducido.

Sobre este punto conviene destacar que son personas 
vulnerables aquellas que: a) carecen de la capacidad 
de velar, por sí mismas, por sus propios intereses y 
necesidades o b) se encuentran insuficientemente 
equipadas de las habilidades para resistir interferencias 
externas o impulsos irracionales que amenacen su propio 
bienestar (Espejo, 2024)

Un ejemplo de ello son los siguientes:

• Niños, niñas y adolescentes
• Adultos mayores
• Mujeres
• Indígenas
• Personas con discapacidad
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Por lo tanto, acorde a la prerrogativa establecida 
en el artículo 2, apartado A, fracción VIII, de la 
Constitución Federal, si una persona en situación 
vulnerable es sujeto de un procedimiento de fiscalización 
que a su vez llega al Juicio Contencioso Administrativo, 
el estándar probatorio que deberá exigirse será mínimo 
y no medio o máximo, al tenor de la tesis que se señala 
en líneas precedentes.

Un claro ejemplo de lo anterior lo encontramos en 
la tesis que a continuación se transcribe.

Registro digital: 2027931
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época
Materias(s): Laboral, Administrativa
Tesis: I.11o.A.50 A (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 33, Enero de 2024, Tomo VI, 
página 6177
Tipo: Aislada

S E G U R O  S O C I A L .  E S T Á N D A R 
PROBATORIO PARA ACREDITAR LA 
RELACIÓN LABORAL DEL TRABAJADOR 
EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD 
PARA SU ASEGURAMIENTO AL RÉGIMEN 
OBLIGATORIO.

Hechos: El Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS) determinó dar de baja del régimen 
obligatorio a un trabajador –en situación de 
vulnerabilidad derivada de un padecimiento 
médico–, al estimar que su patrón no acreditó 
la existencia de la relación laboral, porque no 
demostró el pago de la contraprestación en forma 
permanente, las actividades que realizaba, ni la 
forma en que entregaba y se recibía el salario. 
Además, porque no exhibió las declaraciones 
mensuales del impuesto sobre nóminas o su 
equivalente, libros, registros y documentación 
comprobatoria, entre otros documentos, y el 
contrato de suministro de personal presentado 
no acreditaba la prestación de un trabajo 
subordinado.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de 
Circuito, conforme a un estándar probatorio 
reducido, determina que el aviso de inscripción 

74  DEFENSA FISCAL



del trabajador ante el referido Instituto, los recibos 
de nómina con cadena original del patrón y sello 
digital del Servicio de Administración Tributaria 
(SAT), las cédulas de determinación de cuotas y 
las consultas de liquidación y cuentas individuales 
derivadas del Sistema Integral de Derechos y 
Obligaciones (SINDO), son suficientes para 
acreditar la existencia de la relación laboral 
del trabajador en situación de vulnerabilidad 
derivado de enfermedades crónico degenerativas 
y, por ende, para ser sujeto de aseguramiento del 
régimen obligatorio previsto en la fracción I del 
artículo 12 de la Ley del Seguro Social.

Justificación: Lo anterior es así, porque la carga 
dinámica de la prueba es una regla procesal en 
materia de prueba que responde a las dificultades 
materiales de aportar los medios demostrativos 
eficaces, por ende, atiende a los principios de 
disponibilidad de la prueba y solidaridad procesal. 
Además, en materia laboral deben operar diversos 
estándares de valoración de pruebas, toda vez que 
existe un contexto de desigualdad y de asimetría 
económica y social con el trabajador. Por tanto, 
para acreditar la relación laboral ante el Instituto 
señalado basta que los elementos de convicción 
expongan en su conjunto un escenario de 
probabilidad que apunte a su existencia material.

En consecuencia, la relación de trabajo debe 
analizarse bajo un estándar probatorio reducido, 
considerando la situación de vulnerabilidad que 
padece la persona trabajadora derivada de un 
padecimiento médico. Por tanto, el amparo debe 
concederse para el efecto de que el Instituto 
Mexicano del Seguro Social cancele la baja 
decretada y realice las gestiones necesarias para 
darla de alta; en el entendido de que no se requiere 
prestar el trabajo de forma permanente para ser 
sujeto de aseguramiento de dicho régimen, toda 
vez que la legislación laboral también prevé que 
puede ser eventual.

 De ahí que, en la elaboración de la estrategia de 
defensa fiscal deba analizarse si el contribuyente forma 
parte de algún grupo vulnerable, o bien, se encuentra en 
una situación de vulnerabilidad para efectos de que le 
sea aplicable la prerrogativa que establece el artículo 2, 
apartado A, fracción VIII, de la Constitución Federal.

1  Ferrer J. (2022) Los estándares de prueba. Manual de razonamiento probatorio. 
Primera Edición, Suprema Corte de Justicia de la Nación. pp 451,

Beltrán, F. (2022). El momento de la decisión sobre los hechos propios. En Manual de 
razonamiento probatorio (Primera Edición ed., pág. 64). México: SCJN.

Espejo, N. (15 de julio de 2024). www.scjn.gob.mx. Obtenido de https://www.scjn.gob.mx/
derechos-humanos/sites/default/files/Publicaciones/archivos/2022-08/Capitulo%205.pdf

García, E. A. (2008). www.jurídicas.unam.mx. 4(6). Recuperado el 15 de Julio de 2024, 
de http://biblio.juridicas.unam.mx
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Q uince decretos de reformas constitucionales se publicaron en 
el diario oficial de la federación en el año de 2024, algo nunca 
antes visto en la historia de México, menos aun que en tres 

meses y medio se hayan publicado 13 de ellos. 

Se ha roto en México ese principio de rigidez constitucional, 
que consiste en que la Constitución para reformarla, debe ser 
con procedimientos más complejos que las leyes ordinarias, pero 
pareciera que hoy, lo más sencillo de reformar, no es una simple ley, 
sino la propia Constitución. 

El problema es que reformar las constitución implica una serie 
de cambios de las leyes, es decir, se abre una cascada de leyes, 
reglamentos y demás regulaciones que hay que modificar o renovar, 
por lo cual, no es nada fácil llevar a cabo tantas reformas y que no 
se vayan a generar problemas jurídicos de lagunas, contradicciones, 
problemas de la aplicación de la ley en el tiempo, es decir, se 
presentarán una serie de problemas para adaptar todo el sistema 
jurídico a los cambios constitucionales.

LA ÚLTIMA REFORMA CONSTITUCIONAL 
DE 2024: 

DE REGRESO AL SIGLO XIX
“Es necesario modificar este artículo y que los jueces las juezas no 
interpreten y no liberen indebidamente a los presuntos delincuentes o a los 
delincuentes confesos, por alguna argucia de carácter técnico-jurídica.”

- Dip. Ricardo Monreal Ávila
Debate en la Cámara de Diputados

Respecto a la reforma al artículo 19 de la Constitución

13 de noviembre de 2024

Doctor en Derecho Fiscal. 

Director General del 

despacho Consultoría 
Contencioso Administrativa, 

C.C.A. 

(Web: parmenasradio.org)

DR. SILVINO 
VERGARA NAVA
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Pero, el problema no queda allí, que ya con 
eso es mayúsculo, sino que adicionalmente, 
se han establecido una serie de candados para 
interpretar la Constitución, de entrada queda de 
tarea para los estudiosos del tema, si es que estas 
reformas, particularmente la publicada el día 31 
de diciembre de 2024 en el diario oficial de la 
Federación vespertino, respecto al articulo 19 de la 
Constitución, no contraviene la sentencia dictada 
en contra de México en el caso emblemático de 
Rosendo Radilla Pacheco vs México, que obliga 
al estado mexicano a implementar una serie de 
medidas referentes a la interpretación convencional 
y constitucional.

Lo que demuestra un retroceso nada mas de 
más de cien años de la Constitución, es ese texto 
que aparece en el propio artículo 19, que indica: 

“Para la interpretación y aplicación 
de las normas previstas en este 
párrafo, los órganos del Estado 
deberán atenerse a su literalidad, 
quedando prohibida cualquier 
interpretación análoga o extensiva 
que pretenda inaplicar, suspender, 
modificar o hacer nugatorios sus 
términos o su vigencia, ya sea de 
manera total o parcial.”

La interpretación literal o también llamada 
exegética en la academia del derecho, es la que 
propuso la escuela de derecho francesa para frenar 
la función de los jueces, para que estos no vayan 
más allá de la literalidad de la ley al dictar una 
sentencia, lo cual demuestra que en esos tiempos 
de finales del siglo XVIII y principios del siglo 
XIX, se tenía temor en las decisiones de los jueces, 
por ello es que, la forma de sujetarlos, era con la 
obligatoriedad de la literalidad de la ley.

Con el paso del tiempo, se observó que, ese tipo 
de interpretación literal, era insuficiente para dictar 
una sentencia, al contrario, se volvía un problema 
el poder aplicar las disposiciones legales, por lo 

cual, existen otros métodos de interpretación de 
la ley, incluso, ahora el recomendado y obligado 
por la Corte Interamericana de derechos humanos 
a México, por ende, el sostener en la propia 
Constitución esa sujeción a ese método literal deja 
entrever un problema político; el temor a los jueces, 
como alguna vez fue en la Francia decimonónica.

Regularmente las reglas de interpretación de la 
ley, se encuentran en la parte general de las leyes, 
en donde se establecen una serie de disposiciones 
que determinan cómo aplicar esas leyes, pero el 
que se ponga en la Constitución, rompe con la 
idea central de la Constitución, pues implementar 
esas disposiciones, es como rebajar la importancia 
de la Constitución a una simple ley secundaria, 
es decir, poner cualquier cosa en la Constitución, 
y en esta se deben de encontrar los temas mas 
trascendentales. Además, ya el propio articulo 
14 de la Constitución, establece el principio de 
legalidad penal, por ende, hasta pudiera decirse 
que está de sobra esta redacción nueva del Artículo 
19 de la Constitución. 

Como ejemplo, podemos citar que se haya 
implementado como un derecho constitucional en 
el año de 2020, la prohibición de la condonación de 
impuestos, eso no es un derecho de los gobernados 
por ninguna forma que se le vea, simplemente 
es ese uso desmedido que se le está dando a la 
Constitución, con una regresión al siglo XIX.

Esta serie de precisiones que se 
ponen en la carta magna, hacen 
que pierda importancia jurídica 
y política la Constitución, 
la distorsiona, confunde su 
significado jurídico...
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